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lNTROD!JCCION 

El presente trabajo trata de señalar la necesidad que existe de re 

glamentar el nomnramiento de defensor, raro con la intención de que 

pueda llegar a todos los sectores de la población; esto es, que se ele 

ve a rango Constitucional dicho nombramiento, o-que, en su caso, se 

actualicen los Códigos de Procedi.iüientos Penales de toda la República. 

Para esto, análizaremos como fué evolucionando la institución de -

la defensa, desde el nacimiento de ésta en Roma, así como en diferen~ 

tes legislaciones, terminando con nuestro país, que realmente es donde 

estamos desarrollando el presente estudio. Asi también veremos el con 

cepto de defensor, las diferentes clases de defensor, que son: la de 

fensa por el propio acusado, defensa por persona de la confianza de és 

te, o como suele suceder, en caso de que el presunto responsable no 

nombre defensor se le nombrará un defensor de oficio. Además, el mome!!_ 

to ceal en el que se debe hacer uso del derecho al nombramiento de de 

· fensa. 

Más adelante analizaremos la averiguación previa, su naturaleza 

jurídica asi como la forma en que se inicia ésta, ante el ~linisterio 

Público por medio de una Denuncia, Querella, Excitativa, o Autoriza 

ción : medios con los cuales el C. Representante Social, puede iniciar 

las diligencias de la Averiguación Previa; también el ténnino dentro -
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del cwal, el C. Agente del Ministerio PGblico, debe integrar la averi­

guaciEn y la resoluci6n que puede tomar al respecto. 

Finalmente tendremos las bases legales del nombramiento del defen 

sor y de la Averiguación Previa, fundamentalmente de los artfculos que 

dan nacimiento a éste estudio; además, la Jurisprudencia que al resp~c 

to sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En virtud del siguiente razonamiento, como lo señala la Consti!u-

cion que nos rige, en ·su artículo Primero que a la letra dice: " En --

los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las gara.11-

tías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse -

ni suspenderse, sino en los casos que ella misma establece "· Cons­

titución de 1917 ). Esto es, que si la Institución de la Defensa es!u 

viera bien determinada por la Constitución, en lo relacionado a que 

el defensor debe intervenir desde la Averiguación Previa; todos los 

que habitamos éste País, gozaríamos de tal derecho en las mismas candi 

ciones, y no como actualmente estamos viviendo en nuestro territorfo,­

gozan del derecho a la defensa. Cabe señalar que son los habitantes -

del Distrito Federal, con la Refonna al Código de Procedimientos Pe_!la 

les para esta Entidad, en su Artículo 134 Bis, y los habitantes de -­

Puebla y Yucatán, los Gnicos que gozan de tal Prerrogativa. 

Que quiere decir ésto, que dentro del Territorio Mexicano, estamos 

clasificados como Mexicanos A, y Mexicanos B, lo que no se µuecle co.11-­

cebir, si desde el punto de vista Constitucional todos gozamos de los­

mismos derechos; por lo tanto para evitar esta situación tan desigual-
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es por lo que se realiza el presente Estudio, con el fin de estable-­

cer claramente dentro de la Constituci6n, la intervención del Defen­

sor dentro de la Averiguaci6n Previa, y en consecuencia la actualiza­

ción de todos los Códigos de Procedimientos Penales de 1a Re1,úb"lica -

M6xicana, con respecto al mismo. 



C A P I T U L O l. 

ANTECEDENTES HISTORICOS DEL DEFENSOR 

A).- ROMA. 

B).- FRANCIA. 

C).- ALEMANIA. 

D).- ARGENTINA, 

E).- MEXICO. 



C A P I T U L O I 

ANTECEDENTES HISTORICOS DEL 

DEFENSOR 

A).- R O M A 

Es dificil incursionar en el campo de los antecedentes históricos; 

es el caso específico del tema ~ue trataremos, pues la mayoría de los­

autores tratan los antecedentes someramente. 

Conocido por un estudio profundo, en Roma a principios del proced_i 

miento penal no se permitía la intervención del defensor, el imputado­

ejercía por sí mismo su defensa, ya que le Pra prohibido el valerse de 

defensa. Al respecto nos dice el jurisconsulto Claria Olmedo Jorge, 

"Es curioso advertir como en los comienzos del tipo acu~atorio puro de 

procedimiento penal, el imputado ejerció por sí mismo toda su defensa, 

y aún en las épocas de explendor republicano de Grecia y Roma, a veces 

le era prohibido valerse de abogados como ocurría, por ejemplo, en At~ 

_nas con respecto a las causas tramitadas ante el Areópago. Sin embargo 

tanto en la misma Atenas como en Roma, era después muy común que el 

imputado tuviera a su lado un "hábil y experto orador", para que defen 

diera su causa ante los tribunales y compensar la pujanza del acusador 

que por lo general se personi~icaba en los más capaces. Pero la intro 

ducción de fuertes elementos inquisitivos en la primera parte del pro_ 

ceso, advertidos a medida que avanza el imperio romano, impidió que en 

ese momento interviniera el imputado en forma efectiva para hacer va 
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ler sus derechos, siendo :imposible que ejerciera la defensa tanto por -

sí como por técnico; ante ella el defensor sólo aparece cuando el trámi 

te procesal le permite introducirse al lado del acusado". 1 
Es imposible pensar que una persona presunta responsable y en un -

momento dado procesada pueda defenderse, incluso llevar a cabo todo el­

procedimiento, pues no es posible que el acusado se pueda trasladar a -

otro lado que no sea la prisión para hacer los tráim tes de su defünsa, -

pero sin embargo era cierto según se desprende de la cita mencionada, -

además de hacer notar el maestro Claria, que el acusado tenía prohibido 

valerse de un defensor. Aunque a medida·que avanza el tiempo se obtie~ 

nen cambios con respecto a la intervención de la defensa para el incul 

pado, cambios poco notables porque no eran del todo en beneficio del l.!!_ 

culpado, en virtud de permitirse la defensa, pero en el último momento­

del proceso, para el caso era lo mismo, es decir, como si no se gozara­

del derecho a la defensa, ya que la actividad de los abogados se conver 

tía en una verdadera parodia. 

Periodo de la inquisición, en ésta etapa nos dice el catedrático -

Claria Olmedo;"Cuando el sistema inquisitivo se :implanta posteáormente 

en casi toda Europa, si bien es cierto que no se prohibe la interven 

1.- Claria Olmedo Jorge, "Tratado de Derecho Procesal Penal", Ed. Edi 

sor, Argentina 1960, Tomo III, pág. 131. 
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ción de abogados defensores del imputado, las leyes les impiden casi -

totalmente la actuación en el proceso, a tal punto que cuando tomaban 

parte en el últi1110 momento del tráiuite, su actividad se convirtió mu -

chas veces en una verdadera parodia de defensa, pues ya todo estaba 

preparado en firme por el inquisidor11
• 2 

Esto nos hace pensar, que caso tiene que ne se prohiba la ínter_ 

vención del defensor si les impedían la total actuación, pues cuando -

intervenían ya se había agotado el procedimiento, hubiera sido mejor -

que la ley señalara que la defensa no interviniera en el proceso. 

Con el transcurso de la humanidad, se va generando n:iás la ínter 

vención del defensor, principiando, no como tal, sino como asesor de -

los denunciantes como lo señala el profesor Alcala Zamora al decir que 

en Roma, aparece la función del asesoramiento: "El Colegio de los pon_ 

tífices designaba cada año un saceYdote de su seno para responder a 

los plebeyos que habían de demandar la reparación de algún derecho an_ 

te el magistrado, pero sin revelar los fundamentos del consejo, porque 

el secreto de la doctrina jurídica era para el patriciado arma políti_ 

ca, garantizadora de su supremacía en el Estado. Cuando a partir de m~ 

diados del siglo V de la fundación de Roma, se rompe el velo encubri 

2.- lbiaem pág. 131. 
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dor de las fonnulas jurídicas, cuando el conocimiento del derecho se hi 

zo accesible a los plebeyos, se organizó propiamente.la defensa en jui_ 

ció11
• 3 

Como se puede desprender de la misma cita, por lo menos ya con la­

facultad de poder asesorar a los denunciantes, se penetraba el asesor -

en el proccdL"lliento, con el conocL11iento de todo el juicio obtenía un -

criterio más amplio, y así podría tomar alguna decisión en cuanto a la­

situación jurídica en que se encontraba el asesorado o denunciante. 

Así fue teniendo mayor intervención el asesor hasta lograr conver _ 

_ tirse en una verdadera defensa, nos sigue diciendo el jurisconsulto Al_ 

calá Zamora "Este progreso ha de imputarse en el haber del procedimien_ 

to formulario". Los patricios, como patronos y como conocedores del de_ 

recho, tuvieron a su cargo la defensa de sus clientes, por eso todavía­

en el bajo imperio, continuaron los abogados llamandose patronos ... d!:!_ 

rante la Repúnlica, y bajo el_ sistema fonnulario es cuando propiamente 

aparece el abogado.La costumbre primitiva admitió que pudiera presenta!_ 

se en el juicio un orador, casi siempre de los más reputados, que ele~ 

vara su voz en defensa del litigante. Este era el patronus o causidicus· 

el abogado infonnante,.perito en el arte de la oratoria, debidamente -

instruido y asesorado por el verdadero advocatus, abogado consultante,-

3, - Alcalá Zamora Niceto-Leven Jr. (Ricardo), "Derecho Procesal Penal", 

Ed. Kraft, Buenos Aires 1945, Tomo III, pág. 46. 
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conocedor de la jurisprudencia y adiestrado en los resortes del foro11

4 

Como se puede leer del párrafo, transcrito la función del abogado 

va mejorando en cuanto a su intervención, aunque podemos observar que­

sólo eran peritos en el aTte de la oratoria, asesorados por los verda_ 

deros abogados, lo que trajo como consecuencia verdaderos abogados en-

derecho y un mayor auge para l_a defensa, 

Según Alcalá Zamora citando a Joaquín Roes en su folleto "El Abo 

gado", "Según testimonio de Quintillano, en el Institutione Oratoria,­

los jusriconsultos dejaron de asistiT al juicio en concepto de peritos 

en derecho y los oradores llegaron a ser hombres de ley, fundiendose -

entonces en una misma persona el conocimiento del derecho y el aTte de 

la palabra11
• 5 

El maestro García Ramírez comparte la idea del jurisconsulto Ale~ 

lá Zamora en el párrafo antes descrito y al respecto señala "En Roma -

hubo patronus o causidicus, oradores defenso"es, asesorados por un ju_ 

risperito, el advocatus, que constituía una profesión especial. En el-

curso del tiempo los patronus y los advocatus se unificaron en una so 

la fígura11
• 6 

4. - lbitlen. pág. 46 

5.- Ibiuen. pág. 47 

6. - García Ramfrez Sergio, "Derecho Procesal Penal". Ed. Porrúa ¡.¡ éxico 
1974,pág. 229 
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Lo que confinna el penalista mexicano Guillenno Colín Sánchez, al­

tratar la defensa en su capítulo de antecedentes históricos en su obra­

"Derecho Mexicano de Procedimientos Penales", dice: "En el Derecho Roma 

no se le dió gran importancia: en principio se fundó la institución del 

"patronato". El patrono ejercía algunos actos de defensa en favor de 

los procesados y más tarde, según relata Rodolfo García Valdéz, se cons 

triñó a pronunciar lLn discurso en favor del crL'llL~al. 

Posterionnente, el defensor se trasnfonnó en un verdadero "advoca_ 

tus" por sus conocimientos en jurisprudencia, se hacia cargo del patro_ 

cinio del procesado no se confonnó unicamente con la pronunciación del­

discurso, conjugó la técníca y la oratoria11
• 7 

Cabe aclarar,que si Bien es cierto que se le dió importancia al d~ 

fensor, también es cierto que esto fué producto del devenir histórico,­

porque no hay que olvidar que en el período inquisitivo, el acusado te 

nía prohibido valerse de un defensor, en todo caso le era pennitido de 

fenderse por sí mismo o por un simple asesor. 

7.- Colín Sánchez Guillenno, "Derecho Mexicano de Procedimientos Pena 

les", Ed. Porrúa, México 1979, pág. 180 
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B)- F R A N C I A. 

Es la época de la Revolución en la cual propiamente no se puede -

hablar de defensor, pero una vez terminada, empiezan a fonnarse las 

instituciones jurídicas y como en Roma, Francia desde sus inicios tie_ 

ne prohibido que el acusado goce del derecho a la defensa, y así lo e~ 

presa el maestro Claria Olmedo, según la ordenanza francesa de 1790, -

cumbre del sistema inquisitivo, prohibió en una fonna general que el -

procesado se asista por defensor en los procesos, aún después de la -­

"confrontación". De esa manera en mérito al rigor con que dicha arde_ 

nanza se aplicó, se cortó de raíz con las prácticas y uso cumplidos al 

margen de la ley, pues no obstante que las nonnas vigentes con anterio 

ridad limitaron enonnemente en Francia, como si en toda Europa las po_ 

sibilidades de intervención del defensor, és~s disposiciones poco se -

respetaban. Es curioso observar que las excepciones previstas para pe!:_ 

mitir la defensa técnica por la ordenanza de 1670, contemplaban esos -

delitos menores o por lo menos de aquellos que no eran reprimidos con-

pena capital o encerramiento perpetuo ti ·s 

Después de una revolución es de esperar una situación como la que 

expresa el maestro Claria, pues todavía los tribunales no se estable_ 

cían y a raíz de la revolución surgen los derechos consagrados en la -

8.- Claria Olliledo Ob. Cit. Pág. l::i2. 
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Carta Magna de cada país, así se determinan las garantías individuales 

dentro de las cuales se encuentra el derecho a la defensa, como garan_ 

tía de segJridad jurídica. 

Al respecto de las prerrogativas que consagran cada constitución, 

sigue diciendo el autor citado: "La consagración de necesidad con re~ 

pecto a la intervención de un defensor para el imputado se encuentra -

recién previciones legales muy posteriores a la Revolución Francesa, -

cuando con ellas se captaron la~ enérgicas reclamaciones de los refor 

madores del siglo XVIII. 

La reacción contra el sistema inquisitivo que atacó la interven~ 

ción considerándola como la introducción de un personaje-perturbador y 

nefasto, trocó esa idea concibiendose la asistencia técina como una ma 

nifestaci6n del derecho natural que bajo ningún concepto las leyes po_ 

dían impedir ni dificultar 11 
·g 

Pienso que más que una necesidad de consagrar la intervención del 

defensor, era la de tutelar el derecho a la defensa, puesto que con la 

. revolución se habría logrado tal derecho.Aunque no era bien visto por­

los revolucionarios según se desprende de la cita del maestro Alcalá­

Zamora que a continuación se transcribe: "La abo,gacía, que por razones 

9. - Claria Okecio Ob. Cit. Pág. 12>:5. 
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en cuya exposición y crítica no podemos entrar aquí, ha concitado la -

aversión de los espiritus revolucionarios, fué suprimida como orden -

y título en Francia por el decreto de 25 de agosto y 2 de septiembre -

de 1790, consintiéndose por otro decreto, de 1791, que las partes se -

defendiesen ellas mismas ellas mismas o que utilizasen los servicios -

de defensores "oficiosos"; pero el ensayo dió resultados deporables y­

de él surgieron los llamados abogados.de prisión, a los que algún es 

critor llegó a calificar de "orda ávida y crapulosa11
• 10 

Lo que confinna, que los revolucionarios no estaban de acuerdo 

con el derecho de defenderse por sí mismos, según el maestro García Ra 

mírez "La Revolución Francesa trajo consigo la supresión de la aboga_ 

cía, en 1870. En 1871, las partes pudieron apoyarse en defensores ofi 

ciosos. Napoleón restableció la abogacía. El código de 1803 admitió la 

defensa y la hizo obligatoria tratándose de crímenes sancionados con -

pena aflictiva, después de la mise en acusation11
• 11 

Tuvo poca evolución la intervención del defensor, sobre todo por­

la situación que estaba pasando Francia, pues era época en que la rev~ 

Íución se encontraba en pleno auge, aunque después se logró la acepta_ 

ción de la defensa, teniendo una importancia al grado de ser considera 

1 o._ Alcalá Zai¡,ora, Ob. Cit. Pág. 50. 

11.- García Hal1iÍrez, Ob. Cit.Pág. 2.29. 
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da obligatoria, según se desprende del párrafo precedente del maestro 

García Ramírez, quien quiere decir que de una u otra manera se tuvo , 

que establecer el derecho a la defensa en la Constitución Fra11cesa, to 

da vez que fué parte de lo que se logró en la lucha revolucionaria. 
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C).- A L E M A N I A 

Otro de los paises tan antiguo como los que hemos análizado, en­

el cual se encontraba también el régimen del sistema inquisitivo, pe 

ro no obstante eso, el derecho era fuertemente formalista y por tanto 

con graves problemas, para que el defensor pudiera intervenir, toda -

vez que de poder hacerlo, sería por medio de un intercesor. 

Aunque na hay que olvidar que poco a poco el defensor fué logFa.2_ 

do el verdadero carácter como tal, al principio con limitaciones, ya­

que en las causas penales no podía intervenir en una fonna directa, -

lo que no es confirmado por los juristas García Ramírez y Alcalá ZamQ_ 

ra al decir que en el derecho Germano, de carácter fuertemente forma 

lista, la representación recaía en el intercesor, que gradÚalmente -

se transformó en un defensor, cuya intervención fué autorizada por la 

Constitutio Criminalis Carolina,. Carpzov aceptó la defensa, que en -

casos graves fué obligatoria. En consecuencia del sistema inquisitorio 

entre cuyas notas caracteristicas figura la entrega de la defensa, a -

uno de los miembros del tribunal, aquélla desapareció con la ordenanza 

Criminal Austriaca de 1803 ". 12 

"En el antiguo derecho Germano, cuyo proceso requería determina 

das declaraciones formales, llegó a ser frecuentemente el hacerse res 

12. - García 1{ai;1írez, Ob Cit. Pág. 229. 
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petar por un intercesor (Fursprech), que hacía en nombre del canten __ 

diente las manifestaciones exigidas, con la ventaja de que sus afirma_ 

ciones erróneas podían ser rectificadas en tanto que eran irrevoca __ 

bles si fueran prestadas por las partes en persona. En las causas pen~ 

les, en las que durante mucho tiempo no se a<lmitió una verdadera defen 

sa, el intercesor alcanzó poco a poco la posición de auténtico defen_ 

sor. En lª CQnsti-t_utio Criminalis Carolina (1532), que contiene una d.'!'._ 

tallada regulación de la defensa, el procesado podía nombrar defensor­

por sí mismo o solicitar su designación de oficio, e incluso se penni_ 

te que un escaúino (CFrcap. V núm.20), intervenga como intercesor 

(Fursprech), si bien en tal caso quedaba excluido de participar en el­

fallo. El defensor, que ya durante el sumario entraba en comunicación­

con el inculpado, tenía el dereclio de presenciar la prueba y el de 

fonnular conclusiones orales o escritas, pero cuando el reo confiesa o 

se convence de su culpa, la visión del patrocinador se reduce a impe 

trar el indulto11
• 13 

En relación al momento histórico en análisis, nos sigue comentan 

do el inminente jurista Alcalá Zamora quien dice "La situación del prQ 

cesado se empeoró con el sistema inquisitivo, y si bien Carpzov reconQ 

13 .. Alcalá Zamora, Ob Cit. Pág. 47. 
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ce la admisibilidad del derecho de defensa dentro del mismo, opiniones 

contrarias sostuvieron que el cargo de defensor estaba en él de más y­

que era el propio tribunal a quien inclilllbía aslilllir la defensa, cuando­

de las actuaciones se infiriese la inocencia del procesado. Por infl!:!_ 

jo de esa tendencia, la ordenanza Criminal Austriaca de 1803, excluyó­

totalmente la actuación del defensor, a diferencia de la ordenanza 

Criminal Prusiana de 1805, que la admite ya durante el Slilllario 11 

"14 

A pesar de que Alemania se regía por el sistema inquisitivo y de­

aplicar el derecho con demasíado formalismo, pienso que éste país a d.!_ 

ferencia de Roma y Francia, es el más desarrollado en cuanto al dere · · l 

cho a la defensa, pues si bien es cierto que como en los otros dos pa.!_ 

ses se prohibe la intervención de la defensa, también es cierto que 

por medio del intercesor se obtenía una asesoría y que más adelante és 

te viene a ser el verdadero defensor. 

Lo que llama la atención y da la base para decir que Alemania es­

el país más adelantado en cuanto al derecho a la defensa, es que en -­

ese entonces, el mismo tribunal puede decidir y declarar inocente a un 

procesado, cuando de las mismas actuaciones se desprendo tal situación 

y sin que sea necesario que el defensor pida a dicho tribunal que el -

·¡ .: , _ Ibidera~ , págs. 4 7-48 
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procesado es inocente; de aquí que se haya dicho que la defensa debe 

ría recaer en el propio tribunal. 

El hecho de que la defensa recaiga en el mismo tribu.~al, es un _ 

adelanto y beneficio del procesado y además porque es bueno que de 

oficio se declare la inocencia del inculpado; pero de ahí a que el tri 

bunal deba actuar como defensor, nunca fue apropiado, puesto que el d~ 

recho tiene determinadas a las partes en el proceso y según se de~-preg_ 

de de éste punto de vista, no es congruente que el tribunal sea defen 

sor y juez a la vez. 
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D).- A R G E N T I N A 

En éste país se desarrolló la defensa en forma diversa, como es -

el caso de los paises europeos tratados anteriormente, sino que, por -

la conquista de España, llegan disposiciones contenidas en las leyes -

de las Indias, aunque como es sabido, Argentina al obtener su indepen_ 

dencia,15 es régida por su propia constitución, en la que más adelante 

se plasma y se hace obligatoria la intervención de un defensor para el 

acusado. 

El maestro Alcalá Zamora, al hacer un estudio de éste páis, en lo 

referente a la defensa nos dice lo siguiente: "Conocido es el revuelo­

causado en la ciudad de Buenos Aires en 1613 al tenerse noticia de que 

llegaban tres abogados. Posteriormente las ordenanzas de la audiencia­

de Buenos Aires fijaron las obligaciones y reglamentaron el ejercicio­

de la profesión, disposiciones que figuran gran parte en las leyes de­

Indias. 

En el libro II, título XXIV de estas últimas se establece que pa_ 

ra ejercer la profesión de abogado en las Indias debe ser examinado -

el interesado por el presidente y dos oidores de la audiencia e inscri_ 

birse en la matrícula respectiva, bajo pena de suspensión y multa.De_ 

15.- La Independencia de Argentina fué el 9 d( ,de 1816."Almana_ 

que Mu.'1dial de 1980", Publicacionl'!s Continentales de Meo. ,S .A.pág, 131. 
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bían jurar no ayudar causas injustas ni acusar injusta..'1lente; tenían 

que abonar los gastos causados por su malicia, culpa, negligencia o im 

pericia; fijar sus honorarios al comenzar los pleitos y no después; 

asistir a la parte hasta que tennii1ara la causa; no dilatar la misma,­

y les estaba vedado actuar si eran parientes de los oidores y convenir 

el pacto de cuota litis. En el libro V, título XI, ley IV, se prevee -

el reel]lpl_az9 d.'ª los oid9res en caso de que fueran recusados por aboga_ 

dos11
• 16 

Nos sigue diciendo el jurista mencionado anteriormente, que una -

vez "Sancionada la constitución nacional, uno de cuyos fines menciona_ 

do por el preámbulo es afianzar la justicia, ha quedado establecido el 

principio de la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona y 

de los bienes (Artículo 18) , consagrándose así la libertad de defensa 

que según invariable interpretación de la Corte Suprema, consiste en -

la observancia de las formas, defensa la cual es obligatoria en mate~ 

ria criminal, pues la mencionada disposición legal ordena que nadie 

·puede ser condenado sin ser oído, prueba y sentencia dictadas por los­

jueces naturales, El procesado que no se defiende personalmente deberá 

entonces ser asistido por un abogado, que será el de pobres oficial, -

si carece de recursos 11 

· 17 

16.- Alcalá Zamora, úb. Cit. Pág. 49. 

17.- lbidem~ págs. 49-50 
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A pesar de que las disposiciones contenidas en las leyes de In~ 

dias y que eran las que reglamentaban la profesión de la abogacía, -­

además de establecer los requisitos para su ejercicio, estas disposi~ 

ciones son las que marcan la pauta para que a través del tiempo, quede 

fundada la intervención del defensor, sobre todo por que se encuentra­

en la Carta Magna de Argentina 18 y la cual tiene el carácter de -

obligatoria, ya que de no cumplirse con ésta disposición se violarían­

las Garantías Individuales de los subordinados. 

18.- Constitución Vigente del año de 1853 y reformada en 1949. 

Ob. Cit. pág. 131 
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E).- M E X I C O 

Ahora hablaremos de los antecedentes del defensor en México, que­

es la base para el desarrollo de éste trabajo, ya que es en México do!!_ 

de estamos planteando el objetivo del trabajo. Podemos decir que nueo_ 

tro país en relación a los demás que hemos analizado es de los más jó 

venes y por tanto encontramos pocos antecedentes, pues propiamente el­

desarrollo de nuestras bases legales, son antecedentes de legislacio~ 

nes extranjeras. Sin embargo haremos referencia de los antecedentes de 

las Constituciones, a través de las cuales México, estuvo gobernado; -

principiaremos con la Constitución de Cád:lz,España, esta nos hizo lle 

gar a la Nueva España, por conducto del Rey de España, mismo que en su 

título V, capítulo III, de la administración de la justicia señala: 

"Artículo 300.- Dentro de las 24 horas se le manifestará al tratado co 

mo reo la causa de su prisión y el nombre de su acusador si lo hubie 

re".19 

Aunque en el artículo descrito de la Constitución de Cádiz, propi.§:. 

mente no habla de la defensa, pero llama la atención de donde proviene­

llllO de los plllltos base de la Constitución que nos rige, y en cuanto a -

materia penal se refiere específicamente en el Artículo 20 fracción 

III, que es en el ténnino de la declaración preparatoria, la cual fonna 

19.- Remolina Roqueñi, Felipe, "Constitución de Cádiz de 1812", Editora 

e Impresora Leo, México 1970, pág. 36 DocLUnento 3. 
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parte de las garantías individuales, lo que:sería un principio para 

más adelante se legislará sobre el derecho a la defensa. 

La Constitución de 1824. - Aunque fué la primera Constitución rea_ 

!izada en México y la primera en regir la vida independiente de México. 

no logró aportar algo, en materia del defensor, en virtud de que el 

país se estaba restableciendo de las heridas de la guerra de i.i1depen_ 

cía. 

En la Constitución de 1857. - Se refleja el desarrollo de México, -

en cuanto a legislación en materia penal, ya que toma en consideración 

a la defensa, la cual hemos comentado es una de nuestras garantías in_ 

dividuales, propiamente la garantía de seguridad jurídica; ésta Const!_ 

tución establece en su Artículo 20, "En todo juicio criminal el acusa 

do tendrá derecho a las siguientes garantías: fracción V", que se le -

oiga en defensa por sí o por persona de su confianza, o por ambas se 

gún su voluntad .. En caso de no tener quien lo defienda, se le.presen_ 

tará lista de defensores de oficio, para que elija el que o.los que le 

convengan. 20 

20.- Lombera Pallares, Enrique, "Contitución de 1857", Editora e Im 

presora Leo, México 1970. pág. 4 doci.unento 6. 
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En dicha Constitución propiamente tenemos el primer antecedente -

de la Institución de la Defensa en México, ya que ni en la época prec~ 

lombina se trató éste punto como se puede leer del artículo citado de­

la Constitución de Cádiz y que era la que regía las actividades en la­

Nueva España, como señalé sólo habla del término constitucional de la­

declaración preparatoria. 

Posteriormente la Constitución de 1917, la que nos rige actualmen 

te, incluyendo a todo individuo que se encuentre en el territorio mexi 

cano gozará de las garantías que otorga nuestra Carta ifagna, (artículo 

lo), . Asi esta Constitución nos habla en forma más amplia del defen_ 

sor, como lo señala en su Artículo 20, "En todo juicio del orden crimi 

nal tendrá el acusado las siguientes garantías : Fracción IX "Se le 

oirá en defensa por sí o por persona de su confianza, o por ambos según 

su voluntad. En caso de no tener quien lo defienda, se le presentará -

lista de los defensores de oficio para que elija el que o los que le -

cor:vengan. Si el acusado no quiere nombrar defensores, después de ser-

. requerido para hacerlo, al rendir su declaración preparatoria, el juez 

le nombrará uno de oficio. El acusado podrá nombrar defensor desde el-

· momento en que sea aprehendido y tendrá derecho a que éste se halle en 

todos los actos del juicio, pero tendrá obligación de hacerlo compare_ 

cer cuantas veces se necesite11
• 21 

21.- "Contitución de 1917", Ed. Porrúa, Sexagesimo 4a. Edicion, México 

"1979, pág. 18 
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Esta Constitución es la primera en el mundo en declarar las ga~ 

rantías sociales según los doctores Rabasa y Caballero "La Constitu __ 

ción Mexicana de 1917 es la primera en el mundo en declarar lo que de~ 

pués se han llamado garantías sociales, o sea, el derecho que tienen -

todos los hombres para llevar una existencia digna y el deber del Est~ 

do de asegurar que así sea. Mientras las garantías individuales exigen 

al Estado una actitud de respeto para las libertades humanas pues és~ 

tas forman un ca.'UpO donde el poder estatal no debe penetrar las garan_ 

tías sociales, por el contrario, imponen a los gobernantes la obliga~ 

ción de asegurar el bienestar de todas las clases integrantes de la co 

munidad11
• 22 

De las síntesis anteriores, tenemos que en cuanto a antecedentes­

de la defensa, el maestro Colín Sánchez dice al respecto "En México -

durante la época colonial, se adoptaron las prescripciones, que en és_ 

te orden, señalaron las leyes españolas , y aunque en los mdltiples º!:. 

denamientos vigentes, después de consumada la Independencia se dicta~ 

ron algunas disposiciones, no fué sino hasta la Constitución del 17, -

cuando se <lió verdadera importancia a ésta cuestión 11 

·23 

22. - Rabasa O. - Caballero G., ''Mexicano ésta es tu Constitución", Edi 

tado por la Cámara de Diputados, pág. 14 

23.- Ob cit. pág. 180 
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NATTJR.AT.RZA ~TIJRIDICA DEL DEFENSOR 

Para detenninar la naturaleza jurídica del Defensor, tenemos di­

ferentes criterios de los autores mas renombrados; algunos cons!_de­

ran que el defensor es un representante del indiciado, acusado, etc.; 

así, otros dicen que es un auxiliar de la justicia, o bién, como un -

órgano imparcial de la misma. 

PodeJJKJs afirmar que el defensor como representante del indiciado, 

no puede situarse en este papel en virtud de que no cumple con los -

requisitos del mandato, porque aún cuando el defensor actúe como maR­

da tario no se le puede concebir como tal. También consideramos que -

no puede ser posible que se le conciba como un órgano auxiliar de !a­

justicia, porque entonces en un JJKJmento dado, el defensor rompería -

con el secreto profesional. Tal vez puede que se le considere coJJKJ -

auxiliar, en tanto que tiene que aportar pruebas e interponer recursos, 

pero no son las únicas obligaciones que tiene. 

Algunos consideran que es un mero asesor del inculpado, aunque­

tampoco puede se.!:_ posible esto, en virtud de que no solamente aseso 

ra a su defensa, sino que tiene que realizar diversas activi.dades an­

te el Ministerio Público, o ante el Juez; por lo tanto no se le pu~­

de considerar como un asesor del indiciado. 

En una consideración personal, creemos que el defensor es par!_e 

en el proceso, toda vez que realiza actos por cuenta propia y siempre 

tiene que estar a-1 lado del inculpado, pues deben ir juntos en todo -­

JJKJmento, pues el presunto siempre depende del defensor y viceversa, -

Aunque en realidad, en la práctica, pocos son los defensores que cum­

plen con sus obligaciones para con su defensa. 
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C A P I T U L O II 

E L D E F E N S O R 

Hablaremos del defensor desde su concepto, las clases de defensor 

que existen, las obligaciones o deberes que tiene éste como de su nom-

brnmiento tanto en el momento procediiuental, como en la Averiguación -

Previa, nombramientos que tienen que hacerse, así como de quien puede-

nombrar defensor. 

A efecto de entender mejor esta figura, analizaremos las conside_:_ 

raciones que hacen al respecto algunos de los más destacados juriscon_' 

suitos. Carnelutti señala que : "En principio la figura del defensor -

es la de nn intérprete, su definición ha sido propuesta recientemente-

en el curso de los estudios del proceso civil, pero parece que descu~ 

bre verdaderamente la raíz del instituto. Todavía mejor que la del in 

térprete es expresiva, a fin de que se entienda su función, la figura-

· del intercesor; alguno debe interponerse entre quien juzga y quien -

es juzgado, para que éste pueda evitar o mitigar el castigo; a tal 

fin el imputado lo llama asi (ad-vocat) y aquél se llama abogado (ad--

vocatus). 11
• 24 

24.- Camelutti Francesco, traductor Senties Melendo Santiago, "LecciQ_ 

nes sobre el Proceso Penal". Edicione.:; Jurídicas.B~sch, Tor.10 I, págs.-
234-235, Buenos Aires 1950. 
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Sigue comentando el autor antes citado "Se ha dicho que la evol 

ción del juicio penal señala una progresiva aproximación del acusado y 

del defensor los cuales lentamente se mueven desde las posiciones ex_ 

tremas: entre juez y persona que ha de ser juzgada, al menos cuando el 

juicio pueda conducir al castigo, es inevitable que se empeñe una lu_ 

cha el segundo trata de escapar del primero y éste de aferrarlo pero -

la lucha supone una paridad, que por el contrario, por la soberanía 

del juez sobrepone una paridad, que por el contrario, por la soberanía 

del juez sobre quien ha de ser juzgado y por la sug:eción de éste queda 

excluída. 

Así la fuerza misma de la lógica expresa del uno y del otro dos­

nuevas figuras; a fin de que el juez no pierda la soberanía y el que­

ha de ser juzgado no se libera de la sujeción, la lucha no se combate 

ya entre ellos, sino entre éstos otros, que son el acusador y el de_ 

fensor. Ahora bien, desde el lado de la defensa se observa todavía me 

jor lo lento y fatigoso que es el nombramiento para aproximarlos 11 

·25 

Por su parte el ilustre maestro Colín Sánchez, señala que el de 

fensor " se ha considerado un iepresentante del prcx;;esado, un auxi_ 

liar de la justicia y corno un órgano parcial de ésta. Es evidente que 

la actividad del defensor no se rige totalmente por la voluntad del -

25.- Carnelutti, ob. cit. pág. 234. 
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procesado; goza de libertad para el ejercicio de sus funciones, sin 

que sea indispensable la consulta previa con su defensa; tal es el ca 

so que se presenta cuando se trata de impugnar alguna resolución judi_ 

cial, para lo cual la ley concede plenas facultades ". 26 

Haciendo un mayor abundamiento nos sigue diciendo el autor antes­

ci tado ,;El defensor es un asesor del procesado, afirman algunos pero -

la naturaleza propia de la institución se encarga de demostrar que sus 

actividades no se circunscriben a la simple consulta técnica del proc~ 

sado, sino a la realización de un conjunto de actividades que no sólo­

refieren a aquél, sino también, al juez y al Ministerio Público. TampQ_ 

co se le debe concebir como uh auxiliar de la administración de la ju~ 

ticia, porque como acertadamente sostiene González Bustamante "estaría 

obligado a romper con el secreto profesinnal y a comunicar a los jue~ 

ces todos los informes confidenciales que hubiese recibido del inculp~ 

do".27 

Para finalizar con esta breve reseña y poder entrar completamente 

.:il tema motivo de estudio, el maestro García Ramírez señala que "En Mé 

xico, la materia se haya regida por la ley reglamentaria de los artícu 

los 4o. y So. constitucionales de 30 de Diciembre de 1944. En ésta el­

artículo 26 reclama la posesión de título profesional registrado por -

26.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 181. 

27.-Ibi<lern. pág. 181. 
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parte de quienes deben intervenir en calidad de patronos o asesores 

técnicos en asuntos de quienes conozcan las autoridades judiciales o -

las de lo contencioso administrativo, excepción hecha de los gestores, 

en materia obrera, agraria y cooperativa y en actos de amparo penal"za 

A mayor abundamiento debemos señalar que también el defensor se -

rige y encuentra su fundamento en el artículo 20 constit ucional, esp.c::_ 

cificamente en la fracción IX. Desde luego cabe señalar que con las r.c::_ 

formas al Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal -

de 29 de Diciembre de 1981,podemos nombrar defensor desde la Averigua_ 

ción Previa, sin que sea necesario esperar el procedimiento para hacer 

uso de tal derecho. 

En párrafos anteriores quedó señalada la importancia y necesidad­

del defensor dentro del procedimiento penal; y debido a las diferen 

tes acepciones que de esta figura se han vertido, resulta un poco dif.!_ 

cil establecer un concepto, sin embargo analizaremos las opiniones de­

algunos tratadistas sobresalientes en la materia. 

28.- García Ramírez, Ob. cit. pág. 232 
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A) . - e . o N e E p T o 

El tratadista Miguel Penech nos indica que "se entiende por defe~ 

sa en sentido amplio toda actividad de las partes encaminada a hacer -

valer en el proceso penal sus derechos e intereses, en orden de la ac_ 

tuación de la pretensión punitiva y la de resarcimiento en su caso, a­

para impedirla, según su posición procesal". 29 

El jurisconsulto Claria Olmedo nos da su concepto en sentido arn~ 

plio y en sentido estricto, y al referirse al primero señala "Cuando -

se habla de defensor desde el punto de vista procesal, se tiene en pri 

mer lugar una concepción amplia es decir no limitada al auxiliar técni 

co de un determinado sujeto procesal sino con referencia a todos los -

particulares intervinientes que puedan valerse de auxilio. ~!ás aún, se 

hace referencia a todo profesional del derecho que pone al servicio de 

quienES tienen intereses comprometidos en 1m proceso, su actividad 

profesional y sus conocimientos jurídicos ti 

"30 

El autor citado sigue diciendo que : "Un concepto más restringido 

del defensor exige algunas previas distinciones. Por de pronto no en 

tra dentro de ésta idea la noción de procurador, sin perjuicio de que-

pueda comprenderla. En efecto cuando el mandatario procurador es a su-

29.- Penech ~!iguel, "Derecho Procesal Penal",Edit. Labor, Tomo I,pag.-
459, Barcelona Madrid 1952. 
30.- Claría Olmedo, Ob. cit. pág. 127 
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vez abogado ejercitara conjuntamente la práctica y la técnica jurídica 

en el proceso con respecto a su cliente". 31 

Citando a Guarneri, el maestro Colín Sánchez nos dice que "El ca.!!_ 

cepto de defensa es correlativo al de acusación y constituye, en la 

dialéctica procesal de los contrarios, el momento de la antltesis.­

lgµal qu_e la acusación representa en el proceso penal una institución­

del estado, pues el legislador la consiera indispensable para la canse 

cución de la verdad". 32 

Asimismo al citar a Silvestre Graciano, el autor mencionado en el 

párrafo anterior señala que aquél considera 1a defensa como "una insti 

tución judicial que comprende al imputado y al defensor,llama al pri_ 

mero elemento individual y al segundo elemento social, los cuales en -

la defensa del derecho constituyen el instituto y agrega; el uno pres~ 

pone al otro y la unidad de la función es una de sus caracteristicas,­

aunque pueda cambiarse de defensor, esto es transitorio y no destruye­

la unidad de la defensa que es la esencia del instituto11
• 33 

31.- Ibídem,. pág. 129. 

32.- Colín Sánchez. Ob. cit. pág. 179. 

_33.- Ibidem. pág. 179 
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Cbnsideramos que los conceptos señalados anterio11nente son muy -

acertados, pero son muy tradicionalistas y necesitamos autores que 

planteen conceptos más actuales porque los jurisconsultos antes menci~ 

nados al hablar todos ellos del defensor, ya se están refiriendo al 

proceso, situación que no se adecua a nuestra realidad, pues es de to_ 

dos sabido que en el Distrito Federal podemos nombrar defensor desde la 

Averiguación Previa. 34 

En base a los razonamientos expuestos en líneas anteriores, pode~ 

mos concluir que el defensor es el sujeto técnico en derecho, nombrado 

desde que el presunto responsable es detenido, para realizar actos ene~ 

minados a demostrar la inocencia o lograr en su caso la excarcelación-

de su defenso. 

Haciendo una reflexión sobre este concepto podemos decir que es 

amplio, toda vez que la defensa abarca desde antes de iniciada la Averi 

guación Previa, hasta la posible consignación que culmina con el proce_ 

so, sin dejar de señalar que puede nombrar defensor el mismo presunto -

responsable, familiares de este o en su casa el mismo representante SQ. 

cial, éste último conforme a la reforma del artículo 134 bis en su úl 

timo párrafo del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fede 

ral. 

34.- Véase artículo 134 bis del Código de Procedimientos\ Penales del 
D.F. 
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B) . - D I F E R E N T E S CLASES DE DEFENSOR 

En las siguientes líneas analizaremos las teorías expuestas por -

sobresalientes autores europeos que como es bien sabido, han tenido 

una marcada influencia en el Derecho Mexicano. 

Para Ernesto Beling hay dos clases de defensa, la fonnal y lama_ 

terj._111, dJ;l ésta última, dice que: "Hs la actividad~caminada a proteger 

al inculpado c9ntra las molestias procesales y las sentencias desfavo_ 

rables sobre el fondo. Su ejercicio está en manos del inculpado. Tam~ 

bién el Tribmal y el Ministro Fiscal deben colaborar. P ¡;yo el inculp~ 

do carece muchas veces de la necesaria habilidad y calma. Por otro la_ 

do, la defensa para el Tribunal o el Ministerio Fiscal no es un deber­

especifico. De ello resulta una necesidad de protección para el incul 

pado, de que la ley se hace cargo, creando el papel especial de defen 

sor 11 

·35 

El autor antes citado hace una distinción respecto a la defensa -

fonnal y afirma que: "Este papel se distingue del papel de un mero aYI:!_ 

dante por el hecho que no sólo debe ayudar en situaciones procesales -

8speciales sino que debe prestar el auxilio procesal en general 

35.- Belin Ernest "Derecho Procesal Penal", Traducción Miguel 
Editorial Labor, S.A., Buenos Aires, 1943, pág. 111. 

36.- Ibidem, pág. 111 

11 

"36 

Fenech, 
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Aqui el jurisconsulto Beling se enfoca más bien a establecer un­

concepto que a señalar las clases de defensa, porque' al enni..nnerarlas, 

describe claramente un concepto de defensa en cada una de ellas. 

El tratadista Miguel Fenech hace una distinción de defensa: la -

genérica y la específica y señala que se diferencian entre sí por el 

tafatter material o procesal de una y otra. Respecto de la defensa g~ 

nérica dice: que "se entiende por defensa genérica aquella que lleva­

ª cabo la propia parte por sí, mediante actos constituidos a hacer­

prosperar o impedir que prospere la actuación de la pretensión • No -

se haya regulada por el derecho con normas cogentes, sino con la conce 

sión de determinados derechos inspirados en el conocimiento de la na_ 

turaleza humana mediante la prohibición del empleo de medios coacti~ 

vos, tales como el juramento cuando se trata de la parte acusada y 

cualquier otro genero de coacciones destinadas a obtener por fuerza 

y contra la voluntad del sujet? una declaración de conocimiento que -

ha de repercutir en contra suya '.'. 37 

En nuestro páis están más determinadas las clases de defensor y­

algunos autores extranjeros coinciden con la clasificación que tenemos 

al respecto Colín Sánchez señala que "En nuestro medio los actos de de 

37,- fenech, Gb. cit. págs. 457-458 



33 

fensa están regidos por un sistema amplisimo de libertad, los que pue_ 

den realizar; el sujeto activo del delito, la persona o personas de su 

confianza, ambos y el defensor de oficio. Lo instituido por el consti~ 

tuyente de 1917 fue obligatoriedad de la defensa durante el proceso, -

estableciendo con ello una garantía de seguridad juridica. El procesa_ 

do de ac;:uerdo por lo preceptuado por la ley puede por si mismo llevar­

a cabo los actos de defensa; pero si la institución debe estar a cargo 

de técnicos de la materia lo anterior desvirtua la naturaleza específ!_ 

ca de la misma; y aún cuando el procesado fuera un profesional, por su 

propia situación no sería posible que realizara los actos correspon~­

dientes a una auténtica defensa11
• 39 

Abundando al respecto nos sigue diciendo el maestro Colín Sánchez 

''por lo expuesto tal parece que existe contradicción entre lo ordena 

.Ido por el artículo 20 constitucional y los artículos 1o. y 2o., de la­

ley reglamentaria de los artículos 4o. y So., constitucionales, relati 

vos al ejercicio de las profesiones en el Distrito y territorios fede_ 

··.:-ales porque en el precepto primeramente citado se otorga una facultad 

amplisima para la defensa y en los artículos mencionados en segundo 

ténnino se exige para ejercer la abogacía "poseer título legalmente ex 

pedido". En lo señalado estribaría el aspecto contradictorio; sin em 

39.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 184 
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bargo, para estos casos la ley reglamentaria mencionada indica "en -

materia penal podrá ser oído en defensa, por si o por medio de pers.2_ 

na de su confianza, o por ambos según su voluntad. Cuando la persona­

º personas de la confianza del acusado, designados como defensores, -

no sean abogados, se les invitará para que designen además un defen _ 

sor con título. Fn caso de que no hiciera uso de este derecho, se le­

nombrará el def@nsoI' de oficio11 • 40 

"Nuestra constitución de 1917 y que es la que nos rige actualmen 

te, señala en su artículo 20.- "Fn todo juicio del orden criminal teg_ 

drá el acusado las siguientes garantías: fracción IX párrafo primero: 

"se le oirá en defensa por si o por persona de su confianza, o por am 

bas según su voluntad. En caso de no tener quien lo defienda se le 

presentará lista de los defensores de oficio para que elija el que o-

los que le convengan " ·41 

En este mismo sentido, el maestro García Ramírez señala que :"Pu~ 

de entre nosotros la defensa ser ejercitada constitucionalmente, por­

el inculpado, por persona de la confianza de éste, sea o no abogado -

por uno u otro, o bien por el defensor de oficio". 42 

40.: Ibidem, pág. 185 

41.- Ob. cit. pág. 18 

42.-García Ramírez, Ob. cit. pág. 234 
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El autor antes citado al hablar de la: ey General de -lh'ofesiones 

precisamente del artículo 28, señala: "El acusado podrá ser oido en de 

fensa por sól o por medio de persona o personas de la confiatiza del acu 

sado, designados como defensores, no sean abogados, se invitará a 

aquel para que designe, además un defensor con título y en caso de que 

no haga uso de semejante derecho, se le designará un defensor de ofi 

do lf 

·43 

Una vez que se han determinado las clases de defensores que se 

contemplan en nuestro derecho, hablaremos de cada una de ellas: Defen 

sa por el acusado.- No podemos negar el derecho que tiene a defensder_ 

se por si mismo el acusado, pues está plasmado en nuestra constitución 

y es una garantía de seguridad jurídica, pero tomando en cuenta que la 

defensa la debe hacer un técnico,- perito en la materia, es imposible -

que el acusado pueda hacer una buena defensa por si mismo ' no obstante 

que el acusado sea abogado. 

Defensor de Confianza.- El jurista Claría Olmedo nos dice que: "Es 

el verdadero y propio defensor del inculpado desde el punto de vis-ta -­

querido por la ley en cuanto reglamenta la garanía individual de la in 

violabilidad de la defensa11
• 44 

43.- Ibidem, pág. 232 

44.- Claía Olmedo, Ob. cit. pág. 183 
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Estoy de acuerdo en lo señalado por el ilustre muestro Clarín, pe_~ 

ro en todo caso cabe aclarar que en nuestra legislación se determina -

que el defensor sea titulado para afi1mar que sea el verdadero y pro~ 

pio defensor. 

Defensor de Oficio.- El autor citado en el párrafo que antecede -

le llamo a esta defensa oficial y sostiene que: "Debemos entender por­

defensor oficial a la persona que habrá de nombrar el tribunal para la 

asistencia técnica del imputado,, cuando éste no elija defensor de con_ 

fianza conforme a algunas legislaciones hasta tanto éste ültimo sea d~ 

signado. SU·nombramiento se impone al tribunal, a fin de que el imput~ 

do no quede huerfano de defensa, ante lo cual hemos concluido que es­

una directa aplicación de las normas que constituyen la indispensabili 

dad de ésta; s61o puede omitirse cuando se autoriza la auto-defensa11

45 

El ilustre maestro Colín Sánchez nos señala que: "La defensor~ta: 

de oficio tiene por' objeto patrocinar a todos los procesados que carez 

can de defensor particular. Las atribuciones y el funcionainiento de la 

defensoría de oficio se regulan, en el orden federal, por la ley publi 

cada en el Diario Oficial del Distrito Federal del 9 de febrero de 1922 

y por el reglamento de la defensoria de oficio del Distrito Federal, de 

29 de junio de 1940, en el fuero comün11
• 46 

45.- Ibídem, págs. 178-179 

46.- Colín Sánchez, Ob. cit. págs. 185-186 
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Al referirs.e a, este t()ll)a, el catedrático García Ramírez, dice --

que:"La defensoría de oficio del fuero común en el Distrito Federal -

está presidida por el reglamento del 7 de mayo de 1940-: En el único -

considerando intraductorio del oraenamiento se indica, a la letra que 

es conveniente haber definido el funcionamiento del cuerpo de defens2_ 

res de oficio dependientes del departamento del Distrito Federal, pe!_ 

siguiendo mayor eficiencia en las labores y una forma de divulgación­

fácil y precisa, a fin de que las personas-favorecidas puedan recu~­

rrir a los servicios de dichos defensores.con oportunidad y eficacia". 
47 

Sin embargo el defensor de oficio no solamente lo encontramos­

en el ámbito del fuero común, sino también en el ámbito federal, a e~ 

te respecto el maestro Colín Sánchez señala que:" En el fuero federal 

el jefe y los miembros del cuerpo de defensores, son nombrados por la 

Suprema Corte de Justicia; residen en donde tienen sus asientos los -

poders :federales; algunos están adscritos a la Suprema Corte de Justl:_ 

cía de la Nación y los demás a los Juzgados de Distrito y los Tribuna 

· les de Circuito". 48 

Lo que puede ser afirmado por el jurisconsulto García Ramírez al 

señalar que: " La defensoría de oficio está regida por la ley de 14 -

de enero de 1922 desenvuelta en el reglamento de 25 de septiembre del 

47.- García Ramíre~ Ob. cit. pág.163 
48.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 186 
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de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a un jefe ~e defensores 

y al número de tales profesionistas que según las circunstancias, de 

termine la misma Corte11
• 49 

Después del análisis realizado en párrafos anteriores, podemos --

afirmar que los· verdaderos defensores son: el defensor particular o de 

confianza y el defensor de oficio, aclarando que el particular debe 

ser abogado titulado, po~que en la práctica no podría intervenir en 

las diligencias y en su caso si es abogado sin título sólo comparecerá 

por medio del defensor de oficio. Además es importante señalar que el­

defensor no solamente puede intervenir en·e1 proceso, sino que puede ,. 

hacerlo desde la averiguación Previa, según la reforma al C6digo de 

Procedimientos Penales del Distrito Federal, en el artículo 134 bis. -

último párrafo y por lo tanto las clases de defensor que acabamos de -

señalar pueden intervenir desde que el infractor de la norma penal es­

detenido , como se puede desprender de lo señalado por nuestra Carta -

Magna. 

Lo que tenemos que dejar bien claro y que es el objeto de este 

trabajo, que en la constitución se determine sin dejar lugar a duda 

que el defensor puede intervenir desde la Aver~guación Previa y en cog_ 

49.- García Ramírez, Ob. cit. pág. 238. 
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secuencia se reforme los C6digos de Procedimientos Penales de los E~-­
tados ya que la reforma antes señalada, que fue publicada en el Diario 
Oficial el 29 de Diciembre de 1981, sólo es aplicable para el Distri.::.:­
to FederaJ., contraviniendo con ésto a lo que marca la Constitución en­
sur artículo lo,, y que es la que nos rige actualmente; pues en todo-­
caso no todos estamos gozando de los mismos derechos que nos otorga el 
artículo citado, 

Así también al igual que la Ley de la Defensoría de Oficio del -­
Fuero Federal, existe la reglamentación de ésta misma, la cual fue --­
publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 18 de Octubre -
de 1922, misma que regula las obligaciones de los defensores de oficio 
en el ámbito Federal,€onc.retamente en el artículo 10.-que dice: " --­
Son obligaciones de los Defensores: 
I,- Defender a los Reos que no tengan Defensor Particular,cuando ellos 
~ísmos o el Tribunal los di.signe con este fin; 
II.- Desempefíar sus funciones ante los Juzgados o Tribunales de su r~s 
p(jctiva adscripción y ante el Jurado que conozca del proceso corresp~n 
diente, cuando éste lo amerite, según la Fracción VI del artículo 20-­
Constitucional; 
III,- Promover las pruebas y demás diligencias necesarias para que sea 
mas eficaz la defensa; 
. rv.- Introducir y continuar bajo su mas extricta responsabilidad, ante 
·:¡uien corresponda, en favor de sus defensas, los recursos que proceden 
•:onforme a la Ley; 
V.- Pedir Amparo cuando las garantías individuales del Reo hayan sido­
violadas por los Jueces o Tribunales, o por la Autoridad Administrati_-

va; 
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VIº- Rendir mensualmente informe al Jefe de la Instituci6n sobre los -

procesos en que hayan intervenido haciendo las indicaciones necesarias 
para la estadística correspondiente; 

VIIº- Patrocinar a los REos que lo soliciten ante la Instituci6n, en­
todo caso de indulto necesario y para obtener el beneficio de la lib~_r 
tad preparatoria; 

VIIIº- Las demás obligaciones que, en general, les impusiere una def~ 
sa completa; 
IX.- Presentar en las audiencias de Ley precisamente por escrito, ªP!!P 
tes de alegatos, sin perjuicio de alegar verbalmente si fuese neces~-­
rio, remitiendo copia o minuta de los expresados alegatos a la Oficina 

del Jefe del Cuerpo de Defensores; 
Xº- Las demás que fijen las Leyesº" 

Cabe hacer mención que éstas obligaciones antes señaladas se to-~ 
marón de los artículos 10 de la Ley de la Defensoría de Oficio del F!;!_e 
ro Federal y artículo Zo. del reglamento de la Defensoría de Oficio -
del Fuero Federal. 

Por otro lado tenernos el Reglamento de la Defensoría de Oficio -­

del Fuero Común en el Distrito Federal, mismo que fué publicado el día 

29 de Junio de 1940, y que regµla las obligaciones del Defensor de 0.:.­
ficio en el Ramo Penal precisamente en su Capítulo III, que dice: "--­
Artículo 7 Los Defensores del Ramo Penal, con adscripción a los Juzg~­
dos de la Ciudad de México concurrirán diariamente a los tribunales -­
de su adscripción, debiendo permanecer en ellos o en la oficina de la­
Defensoría, de las 10.00 a las 14:00 Horas sin perjuicio de que la­
Jefatura ordene que los turnos por las tardes, que crea convenientes-­
de tal manera que el tiempo de trabajo se ajuste a lo establecido en-­

el artículo 36 del Reglamento Interior del D.F.,, 
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Artículo 9~- Los Defensores del Ramo Penal, atenderán de preferencia 

a los procesados y sentenciados que no esten en condiciones de nombrar 

un Defensor Particular': 

Estas obligaciones que acabamos de señalar se deben de cumplir en 

fonrra conjunta con las mencionadas en las Fracciones anteriores, de lo 

contrario se les aplicarán las sanciones que éste mismo Reglamento e~­

tablece, concretamente en sus artículos 35, 36, 37 y 38, mismos que -­

dicen: 
11 Artículo 35.~ A los Defensores de Oficio se les aplicarán las san.:.­

ciones que señalen, en sus respectivos cásos, el Código Penal, el de-­

Procedimientos Penales, y el Reglamento Interior del DEpartamento del­

Distrito Federal" 

11 

Artículo 36.- Los Defensores de Oficio incurrirán además en sancio-

nes por las siguientes causas: 
I.- Por demorar, sin justa causa, las defensas o asuntos que se les­

encomienden; 
II.- Por negarse sin causa justificada, a patrocinar las defensas --­

o asuntos que les correspondan por su cargo; 

III.- Por solicitar o aceptar dinero, dádivas o alguna remuneración 

de sus defensas o patrocinados, o de las personas que tengan interés--­

en eJ asunto que gestionen". 
''Artículo 37. - En los casos a que se refiere la Fracción I y II del 

lrtículo anterior, el Jefe del Cuerpo de Defensores podrá aplicar las-­

siguientes correcciones disciplinarias: 

l.- Extrañamiento; 

2.- Apercibimiento. 

"Artículo 38,- En caso de la Fracción III del artículo 36 el Jefe ·· 

dará cuenta a la Superioridad, para que proceda como lo estime conve-­

niente". 
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Esto en la práctica deja mucho que decir, pues no obstante las -­
obligaciones de los Defensores de Oficio, tanto del Fuero Federal , :::_o 

mo del Fuero Común que sefialan éstos Reglmnentos, y adem..1s de las sa!!_­
ciones que se le pueden aplicar a los Defensores por su incumplimiento, 
en la práctica, la mayoria de Defenso1-es de Ofici.2_nisiquiera llega a -
ofrecer pruebas muchas de las veces, o en caso de ofrecer éstas, sólo­
se concreta a ofrecer las minimas como son la Ampliación de Declar~-­
ción y los careos Constitucionales, y esto porque son hechas por los-­
Secretarios de los mismos Defensores. 



C).- OBLIGACIONES DEL DEFENSOR 

Desde luego que las obligaciones del defensor, es un punto de vis 

ta fonnado por nosotros, pues vemos· que éstas se dan de la relación j~ 

rídica que existe entre el defensor y el presunto responsable, aclaré!!!. 

do que los jurisconsultos que citar9mos, consideran que es un deber y 

no una obligación, la que tiene el defensor para con su defensn. 

Pocos son los autores que señalan claramente cuales son las obli 

gaciones del defensor, al respecto el 1naestro Colín Sánchez, nos dice­

que las obligaciones del defensor son las siguientes: 

1.- Estar presente en el acto en que el procesado rinda su decla 

ración pr~paratoria. 

2.-. Solicitar cuando procEi:!a. inmediatamente la libertad causional 

o bajo fianza y hacer los trámites hasta lograr la excarcelación. 

3.- Promover todas las diligencias que sean necesarias en favor de 

su defenso durante el término Constitucional de 72 horas y estar presc!!. 

te durante el desahogo de las mismas. 

4.- Interponer recursos procedentes al notificarse de la resolu 

ción pronunciada por el órgano jurisdiccional, al vencerse el ténnino -

mencionado. 

5.- Promover todas las diligencias y pruebas que sean necesarias -

durante la instrucción y en segunda instancia, en los casos previstos -

por la ley. 

6.- Asistir a las diligencias en las que la ley considere obligatQ_ 

rio pudiendo interrogar al procesado, a los peritos, a los testigos y-
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intérpretes, e interponer los recursos que para cada caso señale la -

ley. 

7.- Promover acomulación de procesos cuando la situación asilo­

demande. 

8.- Desahogar las vistas de las que se les corra traslado. 

9.- Formular sus conclusiones dentro del ténnino de ley11
• 50 

El jurisconsulto Claría Olmedo, nos señala como obligaciones del 

defensor las que en seguida se detallan: 

"1. - Asistir al acto de la declaración indagatoria del imputado; 

la cual no se podrá impedir cuando el defensor o el imputado lo soli 

citan. 

2.- Apelar a las resoluciones del juez de instrucción en cuanto 

agravian al imputado, facultad ésta que es una verdadera carga desde­

el punto de vista del interes del imputado. 

3.- Proponer doligencias, sin que a ellos quede absolutamente -

vinculado el juez de instrucción pues éste habrá de practicarlas si -

las considera pertinentes y útiles para el descubrimiento de la ver 

dad. 

4.- Solicitar la excarcelación del imputado cuando se hubiese -

resuelto la prisión preventiva ". 51 

50.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 189 

51.- Claría Olri1edo, Ob. cit. pág. 187. 



45 

Tenemos también el criterio del mestro Rafael Pontecilla, aun_ 

que éste se basa en lo que dice el eminente jurisconsulto Carrará y 

citandolo con su programa párrafo 999, señala las siguientes obliga_ 

ciones del defensor: 

"1. - La ciencia. - Procurarse con cada estudio la manera de ayu_ 

dar a su patrocinado internándose, tanto en las minucias de hecho como 

en la profundidad del derecho. 

2.- La Piedad.- Confortarlo y asistirlo mientras haya un medio­

legalmente posible. 

3.- El Coraje.- No detenerse jamás por cobarde temor, ni por si 

tuaciones difíciles. 

4.- La Fidelidad.- No traicionar los secretos. 

5.- El Desinteres.- No agregar dolores al infortunio y patroci_ 

nar igualmente al pobre como al rico. 

6.- La lealtad en todos sus actos.- Esta no obliga a hacer lo -

que haya emitido la acusación en orden a demostrar la culpabilidad11

52 

De una manera u otra, con su visión muy personal a excepción­

de Pontecilla, los autores antes citados nos han señalado, cuales son­

las obligaciones del defensor, para con su defensa, aunque cabe afir 

mar que el defensor tiene la obligación u obligaciones señaladas desde 

el momento que el presunto es detenido, pues ya sea defensor particu_ 

52.- Pontecilla, Ob. cit. pág. 197 
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lar o de oficio esta obligado por la relación jurídica que nace de 

aceptar el patrocinio de su cliente. 
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D). - N O M B R A M I E N T O D E L DEFENSOR 

Es importante no sólo para rus estudiosos de la carrera de Dere 

cho, sino para todos los gobernados, conocer cual es el momento preci_ 

so para nombrar defensor, así como quien puede nombrarlo. En principio 

nuestra Carta Magna en su artículo 20 fracción IX nos señala en su úl 

timo párrafo lo siguiente: "El acusado podrá nombrar defensor desde el 

momento en que sea aprehendido y tendrá derecho a que éste se halle 

presente en todos los actos del juicio; pero tendrá obligación de hacer 

lo comparecer cuantas veces se necesita, 11 

·53 

Cabe hacer hincapie en la necesidad de que se actualicen los Códi 

gos de Procedimientos Penales de los ~stados <le la República y establ~ 

cer claramente en la Constitución que nos rige, que el defensor no só_ 

lo debe hallarse presente en los actos del juicio, sino desde la Averl:_ 

guación Previa, porque recordemos según el artículo antes invocado, el 

acusado podrá nombrar defensor en cualquier momento; inclusive con las 

reformas al artículo 134 bis del Código de Procedimientos .I'rnJles para 

el Distrito Federal, el defensor puede intervenir desde la Averigua __ 

-:i6n Previa, razón por la cual se plantea tal reforma a los Códigos 

señalados; dejando bien claro que en el momento de la Averiguación Pr~ 

via no se está llevando ningun acto del juicio y sin embargo, puede in 

tervenir el defensor. 

53.- Ob. cit. pág. 18 
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Necesidad que se puede afirmar con la transcripción del párrafo -

cuarto del artículo 134 bis y que es el reformado: "Los detenidos, 

desde el momento de su aprehensión, podrán nombrar abogado o persona -

de su confianza que se encargue de su qefensa, a falta de una u otra,­

el Ministerio Público le nombrará uno de oficio "·s4 

Este artículo señalado nos dá la base para afirmar que el defen~ 

sor no sólo puede intervenir en actos de juicio, sino también en todas 

las diligencias que se lleven a cabo con el representante social. 

Podemos abundar en lo dicho por el maestro Colín Sánchez, quien -

señala que: "Es import.ante precisar en que momento puede hacerse la -

designación del defensor. De acuerdo con lo preseptuado en la Costitu_ 

ción General de la Républica en el artículo 20 fracción IX, y en el 

artículo 290 fracción III del Código de Procedimientos Penales del Di~ 

trito Federal, se designará defensor en la diligencia que vaya a to 

mar la declaración preparatoria "·ss 

Pero trata de aclarar el autor antes citado con lo que nos sigue 

comentando: "La observancia de éste precepto en la reforma, indicada -

contraria gravemente el espíritu del constituyente de 1917,porque para 

S4.- Código de Procedimientos Penales, para el Distrito Federal, Ed. -

Porrua, México 1982, pág. 36 

SS.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 187 
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no colocar al sujeto en estado de indefensión, el nombramiento de Def~n­

sor debe hacerse antes de que rinda su declaración y no después." 56 

La misma Fracción IX del articulo 20 Constitucional es explícita; --

desde el momento en que sea aprehendida. Ahora bién, esta vez puede-­

interpretarse favor rei, como sinónimo de detención, ó bién en té,!!lli-­

nos mas rigurosos, como aprehensión en sentido estricto, esto es como --

ejecución de un mandamiento de autoridad. En todo caso no establecen-

ni la Constitución ni la Ley Secundaria, cuáles son las funciones del- -

Defensor en la Averiguación Previa y es claro que los actos que en éstas­

se llevan a cabo no son, en modo alguno, actos de Juicio .. " 57 

Después de analizar otros autores, estoy de acuerdo con lo que dice 

el Maestro García Ramírez, toda vez que viene a confimar una vez más -·· 

con la crítica hecha a la cita número 30 en relación a lo que dice nu~s-

tra Carta Magna. El jurisconsulto Miguel Fene~h nos señala que: -·-

''Hay que tener en cuenta que las partes acusadoras lo necesitarán ---­

después del comienzo de su situación procesal, por lo que deberán desig-­

!l\lrlo con anterioridad al acto procesal conque inicien dicha actuación" 
58. 

56.- Colín Sánchez Ob Cit. Pág. 187 

57.- García Ramírez Ob. Cit. Pág .. 235 

58.- Fenecli;. Ob Cit. Pág. 462. 
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Esto es que esta de acuerdo y a:P i rmüjf·que además de que el defe!!_ 

sor debe intervenir desde la Averiguación Previa y señala claramente­

que la actuación del defensor es antes del acto procesal, la que se -­

concluye que los actos celebrados ante Ministerio Público, no son ac 

tos procesales. 

Debemos saber que tenemos derecho de nombrar un defensor y que en 

caso de que no se quiera hacer uso de tal derecho, el juez nos debe -­

nombrar un defensor de oficio, ya que no se puede llevar un acto del -

juicio sin presencia del defensor, el Ministerio Público nombrará uno­

de Oficio; reiterando que este derecho sólo lo consagran los Códigos -

de Procedimientos Penales del Distrito Federal, Puebla y Yucatán. 

Veamos lo que señala la Constitución de la República Mexicana: 

"Artículo 20. - En todo Juicio del· O""rden Criminal tendrá el acusado las 

siguientes garantías; fracción IX, último párrafo.- El acusado podrá -

nombrar· defensor desde el momento que sea aprehendido ... " En princi 

pio , todo gobernado tiene derecho a nombrar defensor, desde que sea -

detenido, segf\11 se puede desprender del artículo y fracción invocados­

de i.uestra Carta Magna, cabe señalar que no es necesario ser aprehend..!. 

do para nombrar defensor, porque en ocasiones si uno quiere denunciar­

hechos constitutivos de delitos, desde ese momento se puede señalar 

defensor y sin estar detenido. 
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El ilustre maestro Miguel Fenech, nos señala que: "las partes 

tienen libertad para elegir abogado que les defiendan entre los que -

tengan capacidad funcional necesaria, ya que tratándose de una función 

de confianza son ellas las que deben designar la persona que les mere3:_ 

ca, aquélla para que defiendan sus intereses en el proceso. No se exi_ 

ge por la ley una fonna especial para llevar a cabo esta designación,-

ni siquiera para acreditarla en el proceso, quedando la parte en libe.!:._ 

tad de hacerlo en la forma que estime conveniente y acreditándose esta 

designación en el proceso por la simple actuación del abogado en su C.1:1:_ 

lidad de tal, presumiendose en todo caso, que la presentación ante los 

juzgados y tribunales de un abogado como defensor de una parte o de un 

escrito con su firma, es suficiente para acreditar su carátcr, al no -

existir manifestación en contrario de la parte". 59 

Lo que afirma lo expuesto por nuestra Carta ~lagna, en relación a-

que las partes pueden nombrar defensor o en su caso el juez les nobra 

rá un defensor de oficio. 

Camelutti, afirma lo señalado anterionnente por el jurista Claria 

y señala que:"Predomina y es justo que predomine, el nombramiento, por 

parte del imputado, el cual se llan1·a en el lenguaje ele la practica y 

de la ley, nombramiento de confianza, lo que la ley prefiere es que la 

defensa sea ejercitada por quien goza de la confianza del imputado11

60 

59.- Fenech, Ob. cit. pág. 461-462 
60.- Carnelutti, Ob. cit. pág. 242 
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Nos sigue diciendo el ilustre maestro antes citado, que: "El nom­

bramiento de oficio al cual no debe considerarse como un subrrogado -­

del nombramiento de parte, el juez cuando el imputado no prevee a ello 

nombra al defensor no tanto por que la parte, cuanto porque el proceso 

no quede sin defensa; en lugar de un subrrogado del nombramiento de 

confianza, el nombramiento de oficio es un modo concurrente con él de­

procurar al proceso el defensor idóneo". 61 

En relación al nombramiento del defensor de oficio, el juriscon~ 

sulto Miguel Fenech, dice que "Se entiende por designación de oficio -

la que lleva a cabo_ el representante del órgano jurisdiccional, en CIJ!!!. 

plirniento de la función tuitiva que incumba a éste, y que lleva consi_ 

go cuando la parte a quien se designa defensor, está habilitado corno -

pobre, la excención del pago de los honorarios que devengue el abogado 

en su defensa". 62 

No estarnos de acuerdo en lo que dice el maestro Miguel Fenech, -

en la cita antes descrita en virtud que en nuestro derecho los defensQ_ 

res de oficio no corresponden al órgano jurisdiccional, sino al órgano 

administrativo y por lo tanto el defensor de oficio es nombrado por el­

organo administrativo. 

61.- Ibidem, pág. 243 

62.- Fenech, Ob. cit. pág. 462 



C A P I T U L O III. 

AVERIGUACION PREVIA. 

A).- NATURALEZA JURIDICA. 

B) .- DENUNCIA, QUERELLA, EXCITATIVA Y AUTORIZACION 

C).- TERMrnos DE LA AVERIGUACION. 
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CAPITULO I I I 

AVERIGUA CION P R. E V I A 

A).- Naturaleza Juridica.- Dentro del estudio de este inciso ti 

tulado Naturaleza Jurídica de la Averiguación Previa, se plantean dif~ 

rentes puntos de vista, sobre esta, algunos autores le llalJlall averigu~, 

ción previa, según la opinión del Dr. ~ergio García Ral)lírez, ai' decJr_ 

nos que: ''La averiguación previa, de la que generalmente se sostiene -

su naturaleza administrativa, seguida ante la autoridad del Ministerio 

Público y de la Policía Judicial, tiene corno objetivo directo preparar 

la determinación del Ministerio PóDlico, entendida ésta en amplio sen_ 

tido, por igual comprensivo del ejercicio de la Acción Penal o del no-

ejercicio, que se traduce en el sobreseimiento administrativo, regular 

mente denominado archivo11
• 63 

El tratadista Arilla Bas, la denomina : "El Procedimiento de pre_ 

paración del ejercicio de la Acción Penal y sostiene que: "Las Leyes - -

del procedimiento acostumbran a denominarla averiguación previa, tiene 

por objeto corno su mismo nombre lo indica, reunir los requisitos exigi_ 

dos por el artículo 16 de la Constitución General de la República, pa_ 

ra el ejercicio de la acción penal.El desarrollo de este periodo cornp~ 

te al Ministerio Público". 64 

63.- García R. Ob. cit. pág. 336 

64.- Arilla Bas FE:mando, "El Procedimiento Penal", Edt. Kratos Sva. -
Edición, pág. 51. Méx. 1981. 
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Continuando con el autor antes citado Arilla Bas, y compartiendo 

el contenido de nuestro Código Adjetivo en materia penal para el Dis_ 

trito Federal, señala que;"recibe en ocasiones el nombre de diligen __ 

cias de Policia Judicial (Seccíón segunda del título segundo del Códi_ 

go de Procedim-entos Penales para el Distrito Federal), ahora bien, el 

hecho de que las Leyes hagan referencia a esa clase de diligencias no­

significa en modo alguno, que la Policia Judicial, sea un órgano inve~ 

tigador con facultad de practicar diligencias, con dependencia del Mi 

nisterio Público11

65 

Los jurisconsultos españoles, Viada y Aragonese, señalan la natu_ 

raleza de la averiguación, como Procedimiento Preliminar y dicen que:­

"Es el acto por el cual, producido el hecho jurídico de la noticia de­

la notitia criminis, se detennina la necesidad de su investigación a -

los efectos de que el acusador solicita o no la apertura del corres~ 

diente juicio oral". 66 

Alcala Zamora, uno de los más destacados procesalistas de nuestra 

Universidad, la señala como Procedimiento Penal Preparatorio al decir-

65.- Arilla Bas, Ob. cit. pág. 51 

66.- Viada López Puigcerver Carlos y Pedro Aragonese Alonso, :curso de 

Derecho Procesal ", 4a. Edición, Tomo I, pág. 245, Editorial Prensa 

Castellana, S.A., Madrid, 1974. 
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" Incluimos a falta de otra denominación más. expres.iva y a la vez con 

el proposito de evitar una rúbrica, por descriptiva ~ás extenssa, una 

serie de actuaciones que sobre poco más o menos coinciden con las que 

el código de la capital regula en su libro II y en los primeros ar~­

tículos del que lo sigue. Todas ellas sumamente varidas si las conte!!! 

plamos por separado, tienden a un efecto jurídico esencial; determi_ 

nar la posiDilidad de proceder al juzgamiento de l1!1a o más personas -

acusadas de la comisión de una o más delitos". 67 

Por último Carnelutti, otro destacado jurisconsulto, la sostiene 

como Acción Introductiva r::_firma que: "ést~tíend_'.'..ante todo, a someter 

al Juez, la sospecha del delito. Podemos denomfaar esta actividad ge_ 

nérica, al concepto de acción introductiva no esta agotado. Se trata-

de saber, a fin de que el debe proceder a establecer la certeza· o si-

por el contrario, es necesario alguna otra cosa11
• 68 

Como se denomine o de la manera que los autores sostengan la na_ 

turaleza de la averiguación; se desprende de cada una de las citas,ag_ 

anteriormente descritas, que, el objetivo, es el mismo que en el mo_ 

mento que el C. Representante Social, tenga noticia del delito, éste-

67.- Alcala Zamora, Ob. cit. pág. 315-316 

68.- Carnelutti, Ob. cit. tomo II, pág. za 



integre la averiguacii5n previa o de lo contrario poder tomar una de - - · 

las diferentes resoluciones que puede tomar, toda vez que es el títu 

lar del ejercicio de la acción penal. 

Se le considera a la averiguación previa de tal importancia que -

el maestro González Blanco, afirma que: "Es indiscutible la importan_ 

cía que tiene la averiguación previa en nuestro régimen procesal, en -

consideración a que del resultado de ella, dependerá el ejercicio de -

la acción penal que es requisito para que pueda iniciarse el procedí_ 

miento que requiere el juicio a que se refiere el artículo 14 Constitu 

cional para que pueda realizarse la potestvd represiva en los casos 

concretos". 69 

Esta .posición del maestro González Blanco no es otra cosa que -

la de confirmar lo antes expresado, acerca de la importancia de la av~ 

riguación, ya que en caso de no existir ésta no se podría iniciar nin 

gún juicio. 

69. - Gonzalez Blanco ,Alberto. "El Procedimiento Penal Mexicano", Edit. 

Porrua, pág. 83, México 1975 
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B) .. -Denunci.a, Querella, Excitativa y A:u.torizac:ión, - Una vez que­

hemos tratado la averiguación, en lo que se refiere a su naturaleza -

jurídica, tenemos ahora que saber cuales son los medios para que se -

inicie, y según lo señalan diferentes ~utores, así como la propia le_ 

gi:slaci'ón , son: la denuncia y la querella, que son los medios princl_ 

pales y los más comunes, pero sin embargo hay otros dos medios que 

son: la excitativa y la autorización, que tambien son medios para que 

se inicien las diligencias de averiguación previa. 

DENUNCIA.- Principiaremos con la denuncia y veamos que.­

nos dicen algunos jurisconsultos al respecto, el maeGtro Franco Sodi, 

nos dice que: "Denuncia es el medfo, obligatorio para toda persona, -

de poner en conocimiento de la autoridad competente la existencia de­

los delitos de que sepa y sean perseguibles de oficio11
• 70 

Los jurisconsultos Viada y Aragonese, señalan que: "La denuncia­

es una declaración de conocimiento de la existencia de Bn hecho con 

apariencia de delito, dirigida medfa.t-ª..Oi.nmediatamente al organo ins 

tructor11
• 71 

70.- Franco Sodi Carlos, "El Procedimiento Penal.;\1exicano"., 4a. Edi 

ción nág. 146, Edit. Porrúa, México 1957. 

71. - Viada y Aragonese, Tomo I, Ob. cit. pág. ,247 
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El tratadista Arilla Bas, nos dice que: "Denuncia es la relación 

de hechos constitutivos de delito fonnulada ante el Ministerio Públi 

co".72 

El penalista González Blanco, la señala como : '~!edio legal por­

el cual se pone en conocimiento del órgano competente la noticia de -

haberse cometido o que se pretende cometer un hecho que la ley penal_ 

~astiga como delito, siempre que sean aquellos que por disposición de 

la ley se persigan de oficio11
• 73 

El maestro Silva, al referirise a la Denuncia nos dice que: "Es­

la relación , de actos que se suponen delictuosos , hechos ante la au 

toridad investigadora con el fin de que ésta tenga conocimiento de 

-:?llos". 74 

Por último el jurisconsulto Julio C. Ledesma, nos señala que:"La 

dem.:_ricia en un sentido lato, lo constituye un acto procesal de comuni_ 

•:ación expontánea de una noticia criminis dirigida a un organo públi_ 

72.- Arilla Bas, Ob. cit. pág. 52 

7.7.. - González Blanco, Ob. cit. pág. 85 

74.- Rivera Silva Manuel, "El Procedimiento Pen~l", ~ueva Edición pág. 

110 3ditorial Porrúa, México 1978. 
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co (juez, fiscal,policfa), para que éste tome conocin1iento sobre la F2. 

misión de un hecho hipotizado como delito de acción públíca". 75 

Como se puede desprender de todas las citas anteriormente descri 

tas todos coinciden en su punto de vista, esto es comparten la idea g~ 

neral sobre que es una denuncia y podemos agregar, esta se debe hacer­

ante un Representante Social, aclarando que, para que se pueda denun_ 

ciar un delito, éste debe ser de los perseguibles de~ficio, como un r~ 

quisito sin el cual, no se le puede dar trámite a la referida denuncia 

en virtu:l de existir otro medio para los delitos que no se persiguen -

.de oficio, sino a petición de parte, y que más adelante señalaré. 

Es importante saber quienes pueden denunciar y de que forma se h~ 

ce así ·como los requisitos que se deoen cumplir para llevarla a cabo. -

En relación con las personas que pueden denunciar, el maestro Rivera 

Silva, nos dice que: "El artículo Zo. de la Ley Organica del Ministe_ 

rio Público del Distrito Federal y territorios Federales manifiesta: -

Las autoridades que tengan conocbniento de una infracción penal estan­

obligadas a comunicarlo inmediatamente al Ministerio Publico con cuan_ 

tos datos obren en su poder. Lo anterior nos obliga a afirmar que la-

75.- Ledesma Julio C. "El Proceso Penal", Editorin1 Policial, pág. 54, 

Buenos Aires, 1973. 
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den1u1cia puede ser hecha por cualquier persona, dándole a ésta últL"Tia-

palabra el sentido más amplio para que en él quede involucrado cual 

quier carácter que la persona deyunciante tenga11
• 76 

Lo que es corro~orado por el jurisconsulto Colín Sánchez, al sos­

tener que: "La denuncia puede ser presentada por cualquier persona en-

cumplimiento de un deber impuesto por la ley. Denunciar los delitos es 

de interes general, al quebrantarse el ordenamiento jurídico surge un-

sentimiento de repulsión hacia el infractor. A todo el mundo interesa-

que las sanciones se actualicen, como medida mínima encaminada a provQ_ 

car ejemplaridad y, de esta manera, prevenir el delito. Este argIB11ento 

tal vez justifique que la mayor parte de los delitos se persigan de 

oficio 11 

·77 

Una vez más el criterio de los juristas antes citados, es confir_ 

mado·por el destacado penalista González Blanco, al señalar que: 

''Nuestra legislación procesal tratandose de los delitos· que se persi_ 

guen de oficio concede facultad para denunciarlos no sólo a las persQ_ 

nas directamente ofendidas, sino a cualquier otra que por cualquier m~ 

dio tenga conocimiento que se cometió o se pretende cometer un hecho -

delictuoso para que lo denuncie al 6vgano competente para los efectos 

legales; facultad que de acuerdo con el Código Federal de Procedimien 

76. - Rivera Silva, Ob. cit. pág. 94-95 

7'7 
I • - Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 236 
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tos Penales, se le niega al apoderado jurídico, quien sólo tüme para 

el caso de los delitos de querella cuando tenga poder o claúsula espe_ 

cial o instru_cciones concretas de sus mandantes para el caso " '78 

De lo anterionnente expuesto, podernos afinnar que, cualquier pe!_ 

sona puede concurrir ante el C. Agente del Ministerio Público a denun_ 

ciar los hechos que la ley castigue corno delitos, pero con la certeza­

que dicho delito sea de los que se pe~siguen de oficio. Cabe hacer no_ 

tar la razón que nos expone el P:.)nalista González Blanco, que el uni 

coque no puede denunciar estos hechos, es el apoderado juridico, en -

virtud que la ley penal federal adjetiva lo establece claramente. 

En relación con los requsitos que se deben de cumplir para hacer­

la denuncia el inminente jurisconsulto Colín Sánchez, afinna que: "La­

denuncia se hara verbalmente o por escrito al Ministerio Público o a­

cualquier func-ionariOQ agente de la policia judicial, situación que­

obliga a proceder de "oficio" a la investigación de los delitos siem 

pre y cuando no se trate de infracciones que requiera1 para su persec!:!_ 

ción el cumplimiento de algún requisito de procedibilidad o que se 

venza un obstáculo procesal del mismo. Para estos fines. se harán con~ 

tar los hechos en un acta que contenga todas las diligencias que deman 

de la averiguación ". 79 

78.- González Blanco, Ob. cit.pág. 86-87 

79.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 238 
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Lo que es confinnado, basándose en lo que dice la ley procesal f~ 

deral, el maestro González Blanco, al señalar que: "El Código Federal­

Procedimientos Penales dispone que las denuncias y las querellas pue _ 

den fonnularse verbalmente o por escrito. En el priJ!ler caso, se hará -

constar en el acta que levantará el funcionario que la reciba. En el -

segundo, deberá contener la finna o huella digital del que la presente 

y su domicilio 11 ·so 

Es bien claro lo expuesto, en relación con la denuncia que ésta -

es un medio para dar a conocer la noticia de un delito o posible deli_ 

to ante el Ministerio Público, para que éste inicie las diligencias 

de averiguación previa. Además que cualquier persona puede hacer la de 

nuncia con la excepción que nos marca la ley, sin más requisito que 

presentarse ante el funcionario de la Representación Social, ya sea de 

una forma verbal o por escrito. 

QU E RE L LA - Ahora tenemos otro de los medios por el 

que se le puede dar nacimiento a la averiguación previa, pero en este­

caso además de ser necesario para su persecución del delito, la 

declaración que se persiga dicho delito, y siempre que sea de los que 

la ley considera corno perseguidos a petición de parte. 

Para saber que es la querella, tenernos a continuación, diferen 

80, - González Blanco, Ob. cit. pág. 87-88 
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tes conceptos de algunos de los destacados j uris.consul tos, primerame~ 

te tenernos a Fenech, quien nos dice que: "La querella es un acto proce 

sal consistente en una declaración de voluntad dirigida al juez o tri_ 

bunal competente por lo que un sujeto, además de poner en su conoci 

miento la noticia de una hecho que reviste los carácteres de delito o­

falta, solicita que se inicie un proceso frente a una persona o perso_ 

nas determinadas o detenninables y constituirse parte acusadora en el­

rnisrno, proponiendo que se realicen los actos encaminados al asegura~­

rniento y comprobación de los elementos de la futura pretensión puniti_ 

va y de resarcimiento en su caso 11 

'81 

El penalista Franco Sodi, citando al jurista Florian, nos señala­

que:" La querella es la exposición que la parte lesionada por delito -

hace a los órganos adecuados, para que se inicie la acción penal. Es -

una institución punitiva de los delitos para los cuales la acción pe_ 

nal no se puede ejercitar sino a instancias de parte11
• 82 

Los jurisconsultos Españoles Viada y Aragonese, la señalan de la­

siguiente rnanera:"La querella es aquella declaración de voluntad por -

los sujetos legitimas para ser parte acusadora en el proceso penal ac 

81.- Fenech, Ob. cit. pág. 628 

82, - Franco Sodi, Ob. cit., pág. 147 
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túan la correspondiente acción". 83 

El maestro Colín Sánchez, al referirse a la querella nos dice que 

"Es un derecho potestativo que tiene el ofendido por el delito, para 

hacerlo del conocimiento de las autoridades y dar su anuencia para que 

sea perseguido11
• 84 

El tratadista Arilla Bas, sostiene que: "La querella es como la -

denuncia la relación de hecho s constitutivos de delito, foTIJ1ulada an_ 

te el Ministerio Público por el ofendido o su representante, pero ex 

presando la voluntad de que se persiga". 85 

El Penalista González Blanco, la señala de la siguiente manera: -

"Querella es otro de los medios legales, a que se recurre para pnner -

en conocimiento del órgano competente . que se ha cometido o se preten_ 

de cometer un delito, pero con la particularidad de que sólo puede re_ 

currir a ella, la persona ofendida o su legitimo representante siempre 

que se trate de delitos que por dispsición de la Ley, sean de aque~­

llos que se persigan a instancia de parte, y se exprese la voluntad de 

que se proceda en contra del responsable11
• 86 

84.- Colín Sánchez, Ub. cit. 147 

85.- Arilla Bas, Ob. cit. 53 

86.- Sonzález Blanco, Ob. cit. pág. 88 
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El catedratico Rivera- Silva, afirma que: " La querella es la rela 

ción de hechos expuestos por el ofendido ante el órgano investigador, -

con el deseo manifiesto de que se persiga al autor del delito". 87 

Por último tenemos el -concepto del tratadista Ledesma,que al r~ -

ferirse a la querella nos dice que: " Es un acto procesal solemne de .9.e 

ciaracióh de voiuhtad que realiza quien se tituia particularmente ofe!!_­

dido por un delito o por el Representante Legal de ün incapaz de un -

ofendido por un delito". 88 

Podemos decir, que, de una manera u otra todos los juristas ant8s­

citados coinciden con sus conceptos sobre que es la querella, y es cl~­

ro que al igual que la denuncia es un medio de hacer del conocimiento -

del Ministerio Público de que se cometió un delito, y que el -querellan 

te quiere que se persiga, con la diferencia de la denuncia que debe --­

concurrir ante el Representante Social, sólo el ofendido, su Represen-­

tante Legal, y su apoderado con poder general para pleitos y cobran -­

zas con cláusula especial. 

Abundando en las personas que pueden querellarse, el Catedratico -

Colín Sánchez, nos dice que son: " A) el ofendido ( Artículo 115 del Có 

digo Federal de Procedimientos Penales y 264 del Código de Procedimien­

tos Penales del 

87.- Rivera Silva, Ob. citº pág. 120. 

dB.- Ledesma, Ob. cit, pág. 63. 
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Distrito Federal¡ B} Su representante legitin10; Cj E l apoderado,"que 

tenga poder general para pleitos y cobranzas con clausula especial, -

sin que sea necesario acuerdo previo o ratificación del consejo de ai_ 

ministración o asamblea de so:ios o accionistas ni por especial para 

el caso concreto (artículo 264 del Código de Procedimientos Penales -

para el Distrito Federal)". 89 

En la cita antes descrita se trata en un sentido amplio las per_ 

sorras que pueden querellarse, desde luego lo que hace el autor es 

transcribir lo que la ley dice. El maestro Rivera Silva, nos señala -

en un sentido más estricto al decirnos que: "Es requisito indispensa_ 

ble de la querella que sea hecha _por la persona ofendida, pues en los 

delitos que se persiguen por querella necesaria , se ha estimado que­

entra en juego un interes particular, cuya intensidad es m5s riguro_ 

sa, que el daño sufrido por la sociedad con la comisión de estos de 

litas especiales11
• 90 

Sabemos ya quienes pueden querellarse, pero estas personas, que­

requisi tos deben cumplir para acudir ante la autoridad competente y -

ésta pue¿a dar trámite a la querella. Desde luego ésta se puede pre_ 

sentar como lo señala la ley ya sea en forma verbal o por escrito. 

89.- Colín Sánchcz, Ob. cit. pág. 244 

90.- Rivera Silva, Ob. cit. pág. 102 
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Pm:a saher cu<iles son los requisitos tenemos el criterio del mae~ 

tro Colín Sánchez, que señala lo siguientes: "a) una. relacion verbal o 

por escrito de los hechos y b) debe ser ratificada por quien la prese!!_ 

te ante la autoridad competente. Segtin el Código de Procedimientos Pe_ 

nales para el Distrito Federal (artículo 264), estará validamente for_ 

mulada cuando sea presentada por la parte ofendida, independienternen_ 

te que sea menor de edad11 • 91 

A mayor abundamiento el penalista González Blanco, señala que: 

"dos son los presupuestos que se requieren para que la querella pueda­

producir _sus efectos jurídicos:que la accion penal que pueda derivarse 

del delito que la motive, no se encuentre prescrita y que no medie d~ 

sist:imiento expreso de ella una vez hecha valer, porque en ambos su~·­

puestos no podría realizarse la investigación o tendría que suspender_ 

se de haberse iniciado11
• 92 

Lo anteriormente descrito es confirmado por el maestro Rivera -­

Silva, al afirmar que: "En efecto, siendo la querella un medio de ha_ 

cer del conocimiento de la autoridad de un delito, para que por desear 

lo así el ofendido, se persiga a su autor11
• 93 

91.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 244. 

92.- González Blanco.- Ob. cit. pág. 90 

93.- Rivera Silva, Ob. cit.pag. 102 
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De no solicitar el querellante que se persiga el delito por el -

que se querella, no se pueden llevar a cabo las diligencias de averi 

guación previa, en virtud de que en los delitos que se persiguen a pe_ 

tición de parte, opera el perdón, en cualquier momento, inclusive has_ 

ta antes de dictar la sentencia, con excepción del delito de adulterio 

que opera el perdón, aún después de que se haya dictado la sentencia -

respectiva. 

Criterio que es corroborado por el jurisconsulto Colín Sánchez,­

que al referirse al perdón nos dice que: "Es el acto-a través del cual 

al ofendido por delito, su legitimo representante o el tutor especial, 

1Jallifiestan ante la autoridad correspondiente que no desean se persiga 

~ quien lo cometió. Para estos fines bastará que así lo manifiesten -­

sin que sea necesaria la explicación del porque de su determinación.En 

la práctica, cuando esto ocurre generalmente, los ofendidos rnanifies 

tan que se desisten de la querella, "por asi com·enir a sus intereses" 

y 1 os facultac os para otorgar el perdón son: el ofendido, el legitimo, 

-representante, el tutor especial 11
• 94 

Con el perdón se da por terminada la querella, es decir, extingue 

cualquier acción que pudiera haber resultado del delito por el q~ic se­

dio inicio a la averiguación, en virtud de que es un requisitc para-

9Ll.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 250. 
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que se ejercite la acci6n Penal, el de manifestar la voluntad del of~ 

dido,de que sea perseguido dicho delito, requisito· sin el cuál no se 

le puede dar trámite a la querella. 

A5Í tenemos que, no s6lo por medio de la figura del perd6n se 

puede extinguir la querella, ésta puede quedar extinta también por la­

muerte del agraviado; la prescripcillii de la acci6n PENAL y la muerte-­

d~l Qfensor. 

Mterte del Agraviadoº- La querella seextingue por éste medio, en --­

virtud de que el derecho para querellarse corresponde al agraviado,-­

la muerte lo extingue ,siempre y cuando no se haya ejercitado la que~ 

11aº 

Prescripci6nº- La prescripci6n extingue el derecho de querella y el -
término para la prescripci6n de ésta es de un año a partir de que la­
parte ofendida tenga conocimiento del delito y del delincuente y de -

3 años independientemente de esta circunstanciaº 

Muerte del Ofensor.- Finalmente tenemos que también la muerte del --­

ofensor extingue el derecho de_querella-por falta del objeto y fina.:_­

lidadº 

DELITOS QUE SE PERSIGUEN POR QUERELLA 

Rapto,Estupro,Adulterio,Golpes o Violencias,Injurias,Difamaci6n,~a-­
lumnia,Abuso de Confianza,Abandono de Cónyuge,Daño en Propiedad Aj_e­

na con motivo de tránsito de vehículos,aunque concurran en el daño-­

lesiones 289 levísimas,leves o 290 y siempre que el inculpado no se­

hubiese encontrado en estado de ebriedad o bajo el influjo de estup~f~ 
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cientes, robo y fraude entre familiares, peligro de contagio entre cón­

yuges. Estos son los delitos que se persiguen por querella necesaria 

pues corno liemos señalado para su persecución es necesario que la parte -

ofendida_ manifieste que se castigue al responsable. 

E X C I TA T I V A .- Para concluír con este punto del terna que estarnos-

-tratando 7 sólo qued~ por analizar dos fig-Jras más 4ue también son medios 

para dar inicio a la Averiguación Previa, las cuales son tratadas en for 

rna superficial, desde luego nos referimos a la excitativa y la autoriza­

ción puedo decir que son medios poco usuales, razón por la que no se --­

han tratado ampliamente por los Juristas. 

Al referise a la excitativa, el tratadista Arilla Bas, dice que:-­

" Corno una rnodalidas espcial de la querella existe la llamada excitati·­

va, es decir la querella fonrrulada por el Representante de un Pais Ex 

tranj·ero para que se persiga a los responsables del delito de Injurias­

proferidas en contra del Pais que representa, en contra de sus Agentes 

. Diplornaticos ". 95 

El Catedrático Colín Sánchez bazandose en lo que la Ley Procesal­

Penal señala, afirma que: " Excitativa es la petición que hace el rep!:_e 

sentante de un Pais Extranj.ero para que se proceda penalmente en 

contra de quien ha proferido injuria al Gobierno que representa o a 

95.- Arilla Bas, Ob. Cit. Pág. 56. 
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sus agentes -diplomáticos (artículo 360 fracción II del Código Penal p~ 

ra el Distrito Federa1) 11
• 96 

Situación que es confinnada por el jurista Rivera Silva, al seña 

lar que:"La exitativa consiste en la solicitud que hace el representfl!!_ 

te de un país extranjero para que se persiga al que ha proferido inju_ 

Tias en contra de la nación que representa, o en contra de sus agentes 

diplornáticos11
: 97 

A U T O R I Z A C I O N . - Por último estudiaremos a la autorización, 

que es un requisito previo a la prosecución del delito para el ejerci_ 

cio de la acción penal, en los casos que la ley expresamente prevea.M~ 

dio que se ha dejado abandonado en cuanto a su estudio se refiere, Pº!:. 

qué al igual que la excitativa, pocos autores la tratan. 

En virtud de lo arriba señalado, considero, que se debería arn~­

pliar su estudio, pués es necesario saber el requisito que se debe CU!!!_ 

plir para proceder en contra de un alto funcionario público,corno puede 

ser un Juez, Ministerio Público, etc. 

El catedrático Colín Sánchez, al referirse al terna nos dice que: 

"La autorización es la anuencia manifestada por organismos o autorida 

96.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 253 

97.- Rivera Silva, Ob. cit. pág. 128 
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des competentes, en los casos expresamente previstos por la ley, para 

la prosecuci6n de la acción penal. 

Atendiendo a la cualidad o especial situación del sujeto activo 

del delito, es necesario llenar ese requisito, para proceder en su co!!_ 

tra, pero es evidente que no lo será para que se inicie la preparación 

de la acción penal, aunque si para proseguirla; tal es el caso del de_ 

safuero de los diputados, del penniso del superior para proceder en 

contra de un juez, un agente del .Ministerio Público, un tesorero, 

etc. " ·93 

Asi el contenido descrito arriba, lo confinna el maestro Rivera­

Silva, al señalar que: "La autorización es el penniso concedido por 

una autoridad detenninada en la ley, para que se pueda proceder contra 

algún funcionario, que la misma ley señala, por la comisión de un deli 

to del orden cornún11
• 99 

Esto corrobora lo que señalarnos en un principio que en caso de­

que un alto funcionario corneta un delito pocos sabemos, que se tiene -

que cumplir un requisito previo para proceder contra dicho funcionario 

98.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 254 

99.- Rivera Silva, Ob. cit. págs. 128-129 
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por el delito que cometio, esto es, quitar el fuero del que gozan los 

altos servidores públicos. Razón por la cual debe darse a conocer más­

éste medio para poder ejercitar la acción penal. 

C) . - Tenninos de la Averiguación . - A continuación señalaré el -

ténnino que debe llevarse para la integración de la averiguación pre~ 

via, tanto de su iniciación como de su teuuinaci6n, tomándose lás :tes.Q_ 

luciones correspondientes que son:el de consignación con detenido, ar~ 

chivo y reserva, según sea el caso, para llegar a una conclusión sobre 

los ténninos de la averiguación, tenemos los puntos de vista de dife 

rentes jurisconsultos. 

Primeramente tenemos al Licenciado Arilla Bas, que nos dice:"La­

tramitación de la averiguación no esta sujeta a ténnino alguno, pero -

entendemos que en aquellos casos en que hubiere detenido, el ejercicio 

de la acción penal debe ser inmediata a la aprehensión, toda vez que -

que el artículo 16 Constitucional, manda que todo detenido que lo ·haya 

sido sin orden judicial, en los casos autorizados por el citado preceQ_ 

to, debe ser inmediatamente puesto a disposición de la misma". 100 

Esta idea antes descrita es compartida por el destacado juriscon_ 

sulto Franco Sodi, quien señala que: "Cuando el Agente del Ministerio-

100.- Arilla Bas, Ob. cit. pág. 58 
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Público practicó todas sus averiguaciones y asentó el resultado de las -

mismas er: :;u acta, debe resolverse de conformidad al 16 Constitucional:­

Si tiene detenido y estan satisfechos los requisitos del mencionado ar­

tículo,deberá inmediatamente consignarlo, por conducto del Agente Auxj_-

1 iar en turno, al Juez 6 Tribunal penal competente.- Si de lo actuado -

no aparecen datos bastantes que hagan presumir la responsabilidadl del­

mismo detenido, entonces deberá ponerlo en 1 ibertad" .101 

El autor antes citado nos siQue diciendo aue : " Cuando no ha1 -

detenido si la exiqencia Constitucional se encuentra satisfecha, soli­

citará del Juez competente la orden de aµrehensión y en caso contrario 

seguirá auxiliado por la Policía Judicial, practicando diligencias --­

hasta que satisfaga ó hasta que llegue a la conclusión de que no te--­

niendo elementos para ejercitar la acción penal debe archivar lo ac -­

tuado" º 102 

De lo expuesto hasta el momento, ninguno de los dos autores seña­

lados, nos precisan cuales son los términos dentro de los cuales se de 

be integrar la averiguación; a decir verdad ni los autores antes cita­

dos ni los que señalaré mas adelante, nos van a señalar un término p!_e 

ciso, en virtud que ni la misma Legislación que nos rige determina 

101.- Arilla Bas, Ob. cit. pág. 58. 

102.- Ibidem, Ob. cit. pág. 253. 
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cual es el tl'lnnino preciso 1 por lo ta.1to no lo pueden expresar con -

claridad los jurisconsultos citados y por citar, 

Compartimos con el maestro Colín.Sánchez,su punto de vista al -­

confinnar que: "Ningun precepto legal señala el tiempo que debe durar-

la averiguación; de tal manera que estará al arbitrio del Ministerio .. _ 

Público dete1minarlo~ Cuando no hay detenido, el próblemano·es tan 

grave, como suele serlo, si el indiciado ha sido aprehendido en fla 

grante delito y está a disposición de esa autoridad; por este motivo--

se plantea la necesidad de detenninar hasta cuando deberá prolongarse­

la detención''. 103 

Nos sigue señalando el jurisconsulto arriba citado que:"Se ha di_ 

cho :Como la Constitución General de la República establece, "también-

será consignado a la autoridad o agente de ella, al que, realizado una 

aprehensión no pusiera al detenido a disposición de su juez dentro de-

las veinticuatro horas siguientes. . "(Artículo 107 fracción XVIII), 

ello obliga al Ministerio Público a llevar a cabo la consiganción en-

el ténnino citado".104 

Aquí con lo expuesto por el maestro Colín Sánchez, ya se puede 

apreciar con mayor claridad cuales serían los ténninos a los que el C. 

Representante Social estaría sujeto para integrar la averiguación pre_ 

103.- Colín Sánchez, Ob. cit. pág. 253 
104.- Ibidern, Ob. cit. pág. 234 
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via, pr~uordiaLüente porque ya no se dejaría a dicho funcionario que -

confonne a su libre arbitrio decida, hasta cua.'1do integrará la averi_ 

ción, principalmente cuando se encuentra con detenido o en caso de que 

no haya detenido no prolongar las diligencias, para integrar dicha ave 

riguación. 

Para tenninar con los autores que hablan sobre los ténninos de la 

averiguación, tenernos al r.iaestro Gonzále.z Blanco, al señalar que: "La -

averiguación se inicia a partir del momento en que ese órgano torna co_ 

nocirniento a t~avés de la denuncia o querella de que se ha cometido o­

se pretende cometer tm hecho que la ley penal sanciona corno delitos; y 

tennina cuando del resultado de la averiguación respectiva, se acredi 

tan los elementos que penniten a ese órgano legalmente ejercitar la 

acción penal que corresponda ante la autoridad judicial competente, o­

de lo contrario se archive lo actuado, detenninación ésta última que -

no tiene el carácter de definitiva, porque si aparecieran nuevos ele_ 

rnentos que lo justifiquen, podrá reanudarse la averiguación por sus 

·trámites legales 11
• 105 

Podernos decir que el maestro González Blanco, no señala nada sobre 

los términos sólo habla de cuando se inicia la averiguación, pero en to 

do caso, si confi11l1a lo señalado en la primera parte de éste punto que- -

105.- González Blanco, Ob. cit. pág. 104 
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se esta tratando,con respecto a las resoluciones que puede y debe ---

tomar el Agente del Ministerio Público. Finalinen~e podemos concluir, 

con apoyo en los artículos 16 y 107 Fracción XVIII, de nuestra Carta -­

Magna, que los té1ininos de la Averigua~ión deben ser: El de veinticua.:_­

tro horas si hay detenido, término para poner a disposición ante el --­

órgano Judicial competente al sujeto activo del delito; y el segundo,-­

que en caso de no tener detenido, integrar lo más pronto posible la --­

Averiguación,ó en su caso
1 

s;iJlo tiene elementos para integrarla y eje!_-­

citar la acción penal, resolver y mandar al archivo la Averiguación 

A mayor abundamiento se transcribe el acuerdo A/31/78,dictado por­

el C. Procurador Lic. AgustínAlanis Fuentes, el día 6 de Marzo de----

1978, y que a la letra dice: " La función del Ministerio Público oricn 

tada por la actual Administración, responde a la convicción de que la-­

actividad que le es propia en el esclarecimiento de hechos punibles,--­

debe ser congruente con las pautas de humanización del derecho, eseg_--

cia de la nueva filosofía de la Procuración de Justicia. La orienta·-

ción debe observarse en forma prioritaria en aquellos casos en que el -

Ministerio Público, esta en obligación de tomar decisiones que suponen­

restricción de los derechos particulares, especialmente cuando se trata 

de la libertad individual. 

11 Consecuentemente durante la Averiguación Previa, en que alguna p~r 

sona este detenida es preciso tomar todas las medidas a agilizar los -­

trámites debiendo resolver su situación jurídica dentro del término de­

veinticuatro horas, evitando así que deficiencias administrativas que-­

puedan surgir en Averiguación, sean sufridas por el presunto responsa-­

ble, que se encuentra privado de su libertad a disposición del ~liniste-
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rio Público, por lo que con flllldamento en los artículos lo. Fracciones -

VI, IX y X, y 18 Fracciones I!I y P!, de la Ley Orgánica de la Procur~­

Juría General de Justicia del Distrito Federal, he tenido ha bien dictar 

ei siguiente: A C U E R D O 

PRIMERO.- En todos los casos en q~e e~istan personas detenidas con lll!2.­

tivo de tnla Averiguación Previa, el Agente investigador del Ministerio -

Público deberá resolver su situación jurídica, dentro del término de --­

•-einticuatro horas. 

SEGU/'¡'DQ.- En las Averiguaciones Previas en que se cuenta con todos los_e 

lementos necesarios para su integración, el Agente investigador del ~tin.!_s 

terio Público sin excusa ni demora deberá resolver de inmediato y durante 

su guardia sobre la libertad de los detenidos. 

113RCERO.- Cuando el Agente Investigador del Ministerio Público que trami:_­

te la Averiguación Previa carezca de los elementos necesarios para que 

sea integrada con la oportunidad debida durante su guardia, quienes se 

encuentren detenidos, así como las actuaciones, objetos é instrumentos de 

delito, deberán ser remitidos a la Agencia Central Investigadora del -··­

Ministerio Público que cuenta con mayor número de recursos humanos y ma!_e 

riales, para determinar la situación jurídica de las personas mencionadas. 

CUARTO.- El Agente del Ministerio Público en turno que entrega la guardia, 

deberá instruir al titular del tu1no siguiente que la recibe, sobre las--­

Averiguaciones Previas que deben continuar su tramitación, 
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T R A N S I T O R I O S 

PRIMEROº- La visitaduría General de las Direcciones Generales de Ave-­

riguaciones Previas y de la Policía Judicial, proveeran lo conducente-­

para el exacto cumplimiento del presente acuerdoº 

SEGUNDOº- Los Títulares de las distintas Unidades Administrativas, harán 

del conocimiento de su personal el contenido de éste acuerdo. 

TERCERO.- El presente acuerdo entrará en vigor a partir de la fecha de­

su expedición". 

D/F A 6 DE MARZO DE 1978º 

Es claro-que con apoyo en este acuerdo y en los artículos antes ~i­

tados se pretende dar mayor protección al presunto responsable, pues 

obliga al H. Representante Social a que forsozamente deba reúnir los e­

lementos suficientes para consignar dentro de veinticuatro horas, de lo 

contrario, de no existir éstos debe proceder el Ministerio Público a 

dejar en libertad al presunto, con las reservas de Leyº 



c A p r T u L o IV. 

PRECEPTOS LEGALES DE LA AVERIGUACION PREVIA Y 

DEL NOMBRAMIENTO DEL DEFENSOR. 

A).- ARTICULOS 14 y 16 CONSTITUCIOi~ALES. 

B).- ARTICULOS 19, 20 FRACCION IX, y 107 

FRACC ION XVIII DE LA COi'lSTITUCION . 

C).- ARTICULOS 134 BIS y llO DEL CODIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL -
D.F. 

D).- JU R IS P R UD EN CIA. 
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CAP J TU LO IV 

PRECEPTOS LECtALES DE LA AVERIGUACJON PREVIA Y DEL NCllUlRAMIENTO 

DEL DEFENSOR 

A).~ Artrculos 14 y 1 ó Constitucionales: Ahora culminaremos con este,­

estudio, analizando los preceptos legales que se encuentran plasmados­

tanto en nuestra Ley Fundamental, como en el Código Adjetivo en ~late_ 

ria Penal para el Distrito Federal, en virt~d de ser éstos los que CO!!_ 

sagran disposiciones que regulan la averiguación previa y el nombra~ 

miento del defensor. 

Artículo 14.- A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjui-­

cio de persona alguna. 

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad, o de sus prQ. 

piedades, ·pase'sione1? derechos, sino mediante juicio seguido ante los­

tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las formalid~ 

des esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con­

anterioridad al hecho'.' 

"En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por -

simple analogía y aún pór mayoría de razón pena alguna que no éste de_ 

cretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata'.' 

"En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá 

ser confonne a la letra, o a la interpretación jurídica de la ley, y a 

falta de estas se fundará en los principios generales de derecho. 
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Es.te articul_Q consagra cuatro_ ga,rantías principalmente, que son: -

la de irretroactividad de la 1.ey1 la de legalidad¡ la de audiencia, y­

finabnente la de no apl:tcaci6n por aJ?-alogía de la Ley Pena1 ;asimismo -

garantiza la protección jurídica otorgada al hombre en su vida; liber_ 

tad; propiedades; posesiones y derechos, ya que con demasiada frecuen 

cia las autoridades, arbitrariamente, abusando del poder, y sin proce_ 

so alguno imponían a los gobernados las más duras penas. 

Asi ahora con las garantías que otorga este artículo, y que ade~ 

más de reconocer los derechos de que goza todo gobernado, sirve de ba_ 

se para hacer efectivos, por medio del juicio de Amparo, todos los que 

la Constitución otorga. 

A mayor abundamiento y al referirse los Docotores Rabasa y Giiba~ 

llera, al artículo 14 Constitucional, señalan que: "Ningun habitante -

permanente o transitorio de la República (hombre o mujer, menor o adu_l 

to, nacional o extranjero, ind_ividuo o persona jurídica o moral), pue_ 

der ser privado de la vida, de la libertad de la propiedad o posesio~ 

nes y en fin de todos y cada uno de sus derechos, tanto los establecí_ 

dos por la constitución, como los otorgados en las demás leyes, decre~ 

tos y reglamentos, sin que necesariamente se cumplan las siguientes -­

condiciones: a).- Que haya juicio o sea, una controversia sometida a la 

consideración de un órgano imparcial del estado, unitario o colegiado,­

quien la resuelve mediante la aplicación del derecho, al dictar la sen 

tencia o resolución definitiva, que puede llegar a imponerse a los con 
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tendientes, aún contra su voluntad. 

b),,Que el juicio se siga ante un tribunal ya existente, esto es 

ante el órgano del E~tado previrunente establecido, que esté facultado 

para declarar lo que la ley sefiala, en el caso que se trate; 

c).- Que se cumpla estrictamente con el procedinúento, es decir,­

con las fonnalidades y trámites legislativos; y 

d).- Que todo lo anterior se encuentre previslo por las leyes vi_ 

gentes". 106 

De lo anterior transcrito se desprende que, es claro que en caso­

de molestar a cualquier gobernado, en los derechos que consagra este­

artículo, sin haber juicio previo, se le está violando su garantía de­

Audiencia, por lo tanto, es necesario concurrir ante las autoridades -

competentes con el fin de que no se violen sus derechos; en este caso, 

sería por la vía del juicio de Amparo. 

Artículo 16 Constitucional.- El ilustre maestro Burgoa, al refe~ 

· rir .se al articulo 16 constitucional. , , dice que: "Es uno de los pre_ 

ceptos que imparten mayor protección a cualquier gobernado, sobre todo 

a través de la garantía de legalidad que consagra, la cuál, dadas 5tt .:.. 

extensión y efectividad jurídica, pone a la persona a salvo, <le todo -

acto de mera afectación a su esfera de derecho, que no sólo sea arbi--

106.- Rabasa y Caballero, Ob. cit.pág. 46-47 
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rario, es decir, que no este basado en nonna legal alguna; sino contra 

rio a cualquier precepto, independientemente de la jerarquía o natura 

leza del ordenamiento a que éste pertenezca " · 107 

Sigue diciendo el mismo autor citado, que: "Es por ello por lo -­

que, sin hipérbole, se pueda afi1mar que el alcance ampliamente protes:_ 

tor del artículo 16 constitucional, difícilmente se descubre en ningún 

sistema o régimen juridico, extranjero, a tal punto que nos es dable -

aseverar, que en ningún otro país, el gobernado encuentra su esfera de 

derecho tan liberalmente preservada como en México; cuyo orden jurídico 

total, desde la Ley Suprema hasta el más minucioso reglamento admi-- · 

nistrativo, registra su más eficás tutela en las disposiciones implic~ 

das en dicho precepto11
• 108 

Para continuar con el estudio del preeepto citado, (artículo 16 -

constitucional), lo dividiremos en cuatro partes, con el fin de seña~ 

lar en cada una de las partes las garantías de seguridad jurídica que­

consagra éste. 

107.- Burgoa Orihuela Ignacio, "Las Garantías Individuales", Décima -

Edición, Editorial Porrúa, pág. 590, México 1977. 

108. - Ibídem. - pág. 590 
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L.a pr:imera parte del 16 constitucional ordena;"Nadie puede ser 

molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, si­

no en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente que fun 

da y motive la causa legal del proced:imiento ... 11 Al referirse a esta 

parte del artículo en estudio, los DoctoresRabasa y Caballero señalan 

que:"La garantía consignada en la primera parte de este artículo, así­

como las que establece el artículo 14, son la base sobre la que desea!!_ 

sa el procedimiento judicial protector de los derechos del hombre, (Jul 

cio de Amparo). 11

109 

La segunda parte establece: "no podrá liberarse ninguna orden de­

aprehensión o detención, a no .ser por la autoridad judicial, sin que -

preceda denuncia, acusación o querella de un hecho determinado que la­

ley castigue con pena corporal, sin que estén apoyadas aquéllas por de 

claración, bajo protesta, de persona digna de fé, o por otros datos 

que hagan probable la responsabilidad del inculpado, hecha excepción -

de los casos de flagrante delito, en que cualquier persona puede apre_ 

. hender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora, a dis 

posición inmediata. Solamente en casos urgentes,cuando no hayan en el­

lugar ninguna autoridad judicial y tratándose de delitos que se persl 

guen de oficio, podrá la autoridad administrativa, bajo su más estre 

109.- Rabasa y Caballero, Ob. cit. pág. 49 
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cha responsabilidad, decretar la detención de un acusado, poniéndolo -

inmediatamente a disposición de la autoridad judicfal. . " 

Al referirse a esta segunda parte el Doctor Burgoa, dice que:"CQ. 

mo se ve, el acto de autoridad condicionado por las diversas garan~: 

tías consagradas en la segunda parte del artículo 16 constitucional,-­

(or<len de aprehensión o detención), tiene como efecto directo la pri~ 

ción de la libertad del sujeto no derivada de una sentencia judicial,o 

sea la privación libertaria como un hecho preventivo"·no 

En consecuencia, para que se pueda librar orden de aprehensión o 

detención, por autoridad competente, se debe cumplir con los siguien~ 

tes requisitc s: 

I.- Que haya una denuncia, acusación o querella respecto a un he 

cho que la ley sancione con pena de prisión. 

II.- La denuncia, acusación o querella, debe estar apoyada en de_ 

claraciónes de personas dignas de fé, de las que se desprenda la presug_ 

ta responsabilidad del sujeto activo del delito. 

III.- Qué el delito que se le atribuye al presunto responsable se 

castigue con pena de prisión. 

IV " - Qué el Ministerio Público lo solicite al Juez" 

110.- Burgoa Orih11ela, Ob. cit. pág. 614 
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Estos requisitos los establece clarairente la Constitución, segúri -

se desprende de la Segunda Parte del artículo 16 Constitucional, que --

citamosº Asimismo, ésta señala como excepción, ó sea, el caso cuando 

se deja de cumplir con los requisitos exigidos para librar órden de -­

aprehensión o detención, que es la detención por flagrante delito y la­

notoria urgencia, en donde cualquier persona puede detener al infractor 

.:le la nonna penal y ponerlo de inmediato ante Autoridad competenteº 

La tercera parte del precepto Constitucional en estudio dispone .. -

que en toda órden de cateo, que solo la autoridad judicial podrá exp~­

dir, y que será escrita, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, 

la persona ó personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se .. -

ouscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose, 

al concluírla un acta circunstancial, en presencia de dos testigos pr~­

puestos por el ocupante del lugar cateado, o en su ausencia, o negativa 

por la Autoridad que práctique la diligencia" ..... 

El ilustre Jurisconsulto Doctor Burgoa, respecto de ésta tercera­

parte del 16 Constitucional, señala lo siguiente: 

"a). - La Primera Garantía de s:eguridad Jurídica que condiciona el 

acto de cateo, estriba en que la órden respectiva, debe emanar de Auto-· 

ridad Judicial, en el sentido fonnal del concepto, es decir de un órg~-­

no autoritario constitutivo del Poder Judicial, bien sea local o Fede--

ral. 
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bl, - En cua,nto a su fonna 1 dich¡¡,. wden deb.e constar pqr escrito­

por 'lo que un cateo ordenado o dictado verbal.mente, ~s yiolatorio de -. 

esta tercera parte del 16 constitucional. 

el.' La orden de cateo nunca debe ser general, esto es, tener un­

objeto indetenninado de registro o inspección, sino que debe versar s~ 

bre cosas concretamente señaladas en ella, y practicarse en cierto lu_ 

gar • Además rnantlo la orden de ca'Eeó llevé aparejado un mandamiento -

de detención o aprehensión, la constai1cia escrita relativa debe indi-­

car expresamente la persona o personas que han de ser objeto de estos­

úl timos actos. 

d).- Por último la tercera parte del artículo 16 constitucional­

contiene, ya no como meras garantias de seguridad jurídica a que se d~ 

he condicionar el cateo, sino como obligación impuesta a las autorida 

des que la practican, el hecho de que, una vez concluída la diligencia 

respectiva, se levantará un acta circunstanciada, en presencia de dos­

testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia 

o negativa por la autoridad que verifique aquella" . 111 

Fin almente la C\larta del 16 constitucional consigna que:"La au 

toridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicarnen 

te para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios-

111.- Burgoa Orihuela, Ob. cit. pág. 625 
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y de pol:j.c:j:a ¡ y ext-gir l.il exhtbJ.ción dG lQS. liqros y pnpeles indispeQ_ 

sables para compro~ar que se han acatado las disposiciones fiscales,­

sujetandose en esos· casos a las leyes 1'espectivas y a las formalidades 

prescritas para los cateos". De este párrafo transcrito subrayamos, -­

que para ser molestado cualquier gobernado con las visitas domicilia_ 

rias de la autoridad aéhninistrgtiv¡:¡, ésta d~he ci.nnplir los requisitos­

:iel cateo. 

Después de haber hecho el estudio de los artículos 14 y 16 consti_ 

tucionales, consideramos que son importantes para el presente trabajo­

con base en lo siguiente: que para que pueda tener intervención la de_ 

fensa, antes es necesario que exista algún detenido por haber infringi 

do una norma penal, previa denuncia o querella , medios con los que se 

da inicio a la averiguación previa; por lo tanto son de suma importan_ 

da en virtud de que alrededor de los derechos que consignan los ar 

tículos citados giran los requisitos del procedimiento penal así como­

los ~ue más adelante estudiaremos en este mismo capitulo. 
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B,)_.Artículos 19,~0 fracción ¡x, y 107 fracción XVUJ de la Constitu_ 

ción. - "A:rtículo El:· NingYna detenc:j.ón podrá exced{lr de.1 término de -

tres d:i'.as·, sin que se justifique con auto de fonnal prisión, en el -

que expresará; el delito que se impute al acusado; los elementos que­

lo constituyen aquél; lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, y­

los datos que arroje la averiguación previa, los que deben ser bastru2 

tes para comproo!!:l cuerpo del delito y hacer probable la responsab.!_ 

lidad del acusado. La infracción de. esta disposición hace responsable 

a la autoridad que ordene la detención, o la consienta y a los agentes 

ministros, alcaides o carceleros que la ejecuten. 

Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señ-ª. 

lados en el auto de formal prisión. Si en la secuela de tm proceso ªP-ª. 

recicre que se ha cometido un delito distinto al que so persigue, deb~ 

rá ser objeto de acusación separada, sin perjuicio de que después pue_ 

da decretarse la acumulación, si fuere conducente. 

Todo maltratamiento que en la aprehensión, o en las prisiones; t.Q. 

da molestia que se infiera sin'motivo legal, toda gabela o contribución 

en las cárceles, son abusos, que serán corregidos por las leyes y re~ 

primidos por las autoridades.'' 112 

Como se desprende del contenido del artículo citado, podemos sefi-ª. 

lar que la preocupación de los constituyentes de 1917, fué primordial_ 

112.- Ob. cit. pág. 16 
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mente, para el beneficio de la integridad de l º" g«;bernad<>::, en virtud 

de que detenninaron la no prolongáció11 l;:,deteñc.ión ·del acusado p0Íi,1as 

de tres días, desde luego en caso contrario deberían justificar con el 

auto de formal prisi6n. 

Para ampliar el estudio sob~e el artículo citado, los Doctores Ra 

basa y Caballel'o, señalán al respecto que: "Una de las más grandes 

preocupaciones de los primeros constituyentes del !v'.éxico independiente 

fué la de establecer normas que impidan los abusos de poder por las a!!_ 

toridades, ya que con frecuencia se detenía indefinidamente a los acu 

sados de algún delito, sin justificación legal11
• 113 

Siguen diciendo los autores citados Rabasa y Caballero, que: "La 

Con~titución de 1824 ordenaba que ninguna detención podría exceder del 

término de 60 horas y en la Carta de J8S7 se encuentra el espiritu de­

la norma que contiene el primer párrafo de este artículo, pues ordena_ 

ba que nadie fuese detenido por más de tres días, sin que se dictara 

su auto de formal prisión. Empero, fue mérito de la Constitución de 

1917 el haber precisado con toda claritlad los dos elementos flllldament~ 

les que debe contener esa resolución judicial; la comprobación del 

cuerpo del delito y la probable responsabilidad del acusado". 114 

113. - Rabasa y Caballero, Ob. cit. pág. SS. 

114.- Ibidem , Ob. cit. pág. SS 
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Asimismo el ilustre catedrático universitario, Doctor Ignacio 

Burgoa Oríhuela, al referirse a los· artículos 19 y 2-0 constituciona 

les afíl'll1a que: "Las Garantías Individuales que están involucradas en 

estos preceptos de nuestra ley fundamental, se refieren al procedi~­

míento penal comprendido desde el auto judicial inicial-hasta la sen_ 

tencia definitiva que recaiga en el proceso respectivo. Dichas garan_ 

tías de seguridad jurídica se imputan, evidentemente, al gobernado, -

en su calidad de indiciado o procesado, e imponen a la autoridad judl 

cial que conozca del juicio correspondiente diversas obligaciones y -

prohibiciones. a titulo de requisitos constitucionales que debe lle-­

na,r todo procedimiento" .115 

Realmente lo qi:¡e puede llamar la atención de éste artículo, en lo 

conducente con el tema de estudio, sería el primer párrafo, en virtud-

de que estamos tratando los temas del defensor y la averiguación pre-­

via y por tanto debemos subrayar la importancia que tiene el párrafo-

antes señalado, en su contenido: "ninguna detención podrá exceder del -

término de tres días, sin que se justifique con auto de formal pri----

sión ... ". 

Artículo 20 fracción IX.- Fundamentalmente este artículo, con su --

fracción citada, nos señala claramente el derecho que tiene todo gober_ 

115.- Burgoa Orihuela I., "Las Garantías INdividuales". 1Da. Edic. 
Editorial Porrúa, pág. 639, México 1977 
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n~do para hacel.' uso del, nQTilh,rwni~nto de dE!fens.o:r; <J.unque cabe señalar-

que, desde la Con~tituciéln de J 85.7, ya. se regulaJJ..a claramente el dere _ 

cho a la defensa, 

Para confi'nnar lo anteriormente dicho, me permito transcribir el­

art1culo 20 fracci6n V, de la Constitución de 1857, misma que señala:­

¡¡En todo juicio criminal el acusado tendrá derecho a las siguientes ga 

rantías: fracción V, que se le oiga en defensa por si o por persona de 

su confianza, o por ambas según su voluntad. En caso de no tener quien 

¡o defienda, se le presentará lista de defensores de oficio, para que­

elija el que o los que le convengan11
• 116 

Lo antes· señalado por la Constitución de 1857, viene a ser la ba_ 

se del prímer párrafo de la fraccipn IX, del artículo 20 de la Consti_ 

tución de 1917, y que a la letra dice: Artículo 20.-
11En todo juicio -

del orden criminal tendrá el acusado las siguientes garanfias: fracción 

IX, se le oirá en defensa por sí o por persona de su confianza, o por-

ambas, según su voluntad. En caso de no tener quien lo defienda, se le 
. 
presentará la lista de los defensores de oficio que elija el que o los 

que le convengan. Si el acusado no quiere nombrar defensores, después­

de ser requerido para hacerlo, al rendir su declaración preparatoria,-

116.- Lombera Pallares, Ob. cit. pág. 4 
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el juez le nomb::ra.rá uno de oficio._ El acus.ado podrá nqmbrar defensor -

desde el momento en que sea aprehendido y tendrá derecho a que éste-­

se halle presente en todos los actos del juicio; pero tendrá obliga __ 

ción de hacerlo comparecer cuantas vec_es se necesite". 

Podemos señalar claramente que, toda persona, desde el momento en 

que es detenida, puede nombrar defensor, según se desprende del último 

párrafo de la fracción y artículo antes citados, además de afirmar que 

éste artículo es la base para el nombramiento de defensor, ya que el -

constituyente de 1917 lo. previ6; y haciendo la interpretación de este­

último párrafo, el defensor puede intervenir desde la averiguación pr~ 

via, sin que el Ministerio Público niegue tal derecho. 

Señalamos anteriormente que lo que pretendían los constituyentes 

de 1917, erá que el defensor interviniera desde la averiguación, y es­

tá interpretación la recogen los legisladores de los Estados de Puebla 

y Yucatán, al ser los primeros que legislarán sobre la intervención del 

defensor en la averiguación previa. 

Lo señalado en líneas anteriores se puede corroborar con la trans 

cripción de los respectivos artículos. primero tenemos al Código de -

Procedimientos en ~lateria de Defensa Social del estado de Puebla que -

señala que: "Artículo 79.- Cuando el presunto responsable fuere apre-­

hendido, se observarán las siguientes formalidades y se tomarán las --
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providencias que a continuación se expresan :Fracción III, se le hara -: 

safJer el derecho que tiene para nombrar defensor si hiciere tal nombTa 

miento, el defensor previa protesta otorgada ante los fW1cionarios 

del ~íinisterio PúBlico e de la Policía Judicial, entrará al desempeño­

de su cometido tomándose debida nota de las promociones que hiciere p~ 

ra que en su oportW1idad el juez que conozca del asW1to resuelva aqu~ 

llas que no lrubiere pndido resolver los fW1cicinarios del Ministerio PQ_ 

blico o de la Policía Judicial, por no ser de su incLUnbencia. . . ". 
117 

Asimismo tenemos el Código Procesal de Defensa Social, del Estado 

de Yucatán, que en su artículo 179, fracción III, regula el mismo con_ 

tenido del artículo y fracción citados del Código del Estado de Pue 

bla. 118 

Después del estudio que acabamos de hacer sobre el artículo 20 -­

fracción IX, de la Constitución, afinnamos que, el constituyente,en -

lo plasmado en el último párrafo de la fracción citada, quiso señalar­

. que el defensor interviniera desde la averiguación, toda vez que como­

lo señalarnos, no sólo en la Constitución se encuentra plasmado el nom 

117.- Código de Procedimientos en Materia de Defensa Social, de 1943,­

Editoríal, José M. Cajica, pág. 170 

118.- Código Procesal de Defensa social, de. 1974, Ediciones del Go 

bíerno del Estado, pág. 57. 



95 

bramiento del defen!or, sino que los códigos antes citados señalan -­
con claridad que el defensor puede intervenir en las-diligencias de -­
averiguación,previa protesta del cargo. 

Artículo lOiFracción XVIII.- 11 Todas las controversias de que _ha­
bla el artículo 103, se sujetarán a los procedimientos y formas del Q_r 
den jurídico que determine la ley, de acuerdo con las siguientes bases 

Fracción XVIII, 1os alcaides y carceleros que no reciban copia autori-

zada del auto de formal prisión de un detenido, dentro de las 72 horas 

que señala el artículo 19, contadas desde que aquél esté a disposj_ -­

ción de su Juez, deberán llamar la atención de éste sobre dicho partj_­

cular, en el acto mismo de concluir el término, y si no reciben la -­

constancia mencionada dentro de las tres horas siguientes lo pondrán -
en libertad 11 

• 

" Los infractores del artículo citado y de esta disposición se -­
rán consignados inmediatamente a la autoridad competente" • 

" También será consignado a la autoridad o agente de ella, el -

que realizada una aprehensión, no pusiere al detenido a disposición de 

su Juez, dentro de las veinticuatro horas siguientes'' 

Una vez que se han estudiado los artículos citados en la Gons!.i 

tución que nos rige, concluímos que son fundamentales para la segur.:!_ -
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dad jurídi.c~ de tgda personp. ;relacionada con algún delito o pos.ib_le - -

delito; as:bn:j:smo reconocer que protegen la integridad de los acusados, 

lo que se confinna con el primer párrafo de la fracción XVIII, del ar 

tículo 107, antes citado y que dice: "Los alcaides y carceleros que no 

reciban copia autorizada del auto de fonnal pri sión de un detenido, -

dentro de las 72 horas que señala el articulo 19, contadas desde que-

aquél está a dispisición de su juez, deberán ll~Tiar la atención <le és 

te sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el término, y -

si no reciben la constancia mencionada, dentro de las tres horas si 

guientes lo pondrán en libertad". 

Asimismo señala en sus dos párrafos anteriores, que los que in~_ 

frinjan las disposiciones contenidas en ésta fracción del artículo ci 

tado serán consignadas ante la autoridad competente. 
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e}. - Artículos. J34 Bis y 270_ del Código de Procedimientos Penales. pai_ · 

ra el Distrito Federal. - Principiaremos por e.l ~rtículo 134 Bis, mismo 

que pertenece a las refonnas del 29 de diciembre de lQ81 y podemos de_ 

cir que como antecedente a ésta refonna está el acuerdo nÚ!nero 56 de -

1981 del 8 de octubre del mismo año, dictado por el Procurador General 

de Justicia del Distrito Federal y que a la letra dice: 

" PRIM.l:ill.O. - El inculapdo podrá nombrar defensor desde el momento en -

que es detenido y puesto a disposición del Ministerio Público, en los­

casos de flagrante delito, o sin estar detenido desde el inicio de la 

averiguación previa y tendrá derecho a que se halle presente en todos­

los actos del procedimiento. 

SEGUNDO.- Los inculpados podrán valerse de los servicios de orienta 

bión legal con que cuenta la institución, para el disfrute de todos 

los beneficios que se han creado a favor de la ciudadanía, en el marco 

de la nueva procuración de justicia con profundo sentimiento humano. 

TERCERO.- El defensor podrá, previa protesta que otorgue ante el Mini~ 

terio Público, entrar al desempeño de su cometido; el inculpado tendrá 

obligación de hacerlo comparecer cuantas veces se necesite ... 11

119 

Después de lo citado podemos decir que, éste acuerdo sólo hará 

uso el indiciado, del mismo, como una excepción, pués claramente éste, 

en su punto primero, señala que, el inculpado nombrará defensor en los 

119.- A/56/81 de la {-9rocuraduría General de Justicia del D.F. 
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que sea detenido por flagrante delito, pero el artículo en estudio ya­

con la reforma antes señalada es más específico en relación al derecho 

a la defensa en su último párrafo. 

Para confirmar lo dicho en líneas anteriores r.ie permito transcrl:_ 

bir el artículo citado, mismo que dice: Artículo 134 bis. - "En los lu 

gares de detención, dependientes del Ministerio Público, no exiJtirán­

rejas y con las seguridades debidas funcionarán salas de espera. 

Las personas que se encuentren en estado de ebriedad, bajo el in 

flujo de estupefacientes o substancias psicotrópicas, aquellas que su­

situación niental denote peligrosidad y quienes, a criterio de la autQ 

ridad investigadora, pretendan evadirse, serán ubicadas en áreas de s~ 

guridad. 

El Ministerio Público, evitará que el presunto responsable sea in_ 

comtmicado. En los lugares de detención del Ministerio Público estará -

· instalado un aparato telefónico para que los detenidos puedan comuni 

:arse con quien lo estimen conveniente. 

Los detenidos, desde el momento de su aprehensión, podrán nombrar­

abogado o persona de su confianza que se encargue de su defensa. A fal 

ta de uno u otro, el Ministerio Público le nombrará uno de oficio" . 120 

120.- Código de Procedimientos Penales; para el D.F.de 1931, Ed. Porrúa 

trigésima edición, pag. 36, México 1982. 
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Continuando con el estudio de éste artículo, afinnmno:;; que el P! 

rrafo aplicable al presente tema de investigacion, es el último que di_ 

ce: "Los detenidos, desde el momento de su aprehensión podrán nomorar­

abogado o persona de su confianza, que .se encargue de su defensa. A ~'-~ 

falta de uno u otro, el Ministerio Público le nombrará uno de oficio~I'.. 

Con apoyo en éste artículo, principalmente en su último párrafo y la -

fracción IX del artículo 20 Constitucional, el Licenciado Alanís Fuen_ 

tes dictó el acuerdo numero 58 de 1982, donde aclara perfectamente, la­

intervención del defensor en la averiguación previa. 

Para corronorar lo antes dicho citamos el acuerdo número 58 de 

1982 y que a la letra dice: 

PRIMERO.- Las personas involucradas en una averiguación previa como 

presuntos responsables de un delit9 1qUP. no hagan uso de nombrar abog-ª. 

do o persona de·su confianza que'se encargue de su defensa, serán 

asistidas por un defensor de oficio, Licenciado en Derecho, pasante de 

Derecho o ciudadano incorporado a la participación ciudadana en la prQ_ 

curación de la justicia, que será designado en cada caso por el agente 

del Ministerio Público, que conoce de la averiguación previa. 

SEGUNDO.- La Dirección ©neral de Servicios Sociales adoptará las provi_ 

dencias necesarias para el control y supervisión del programa de la 

prestación de los servicios de defensoría de oficio, a cargo de las pe.r 

sorras citadas en el párrafo anterior que realicen labores como defensa 

res de oficio 
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TERCERO.- La Dir~cción General de Participación Ciudqdana tendrá a su 

cargo la capacitación de los Licenciados ~n Derecho, pasantes en Der~ 

cho y ciudadanos i.ncorporados a la participación ciudadana en la pro_ 

curación de justicia, que cumplirán las funciones indicadas en el pug_ 

to primero de este acuerdo, contando con la asistencia y colaboración 

de la Dirección General del Instituto de Fonnación Profesional para -

la Capacitación y Adiestramiento, que garantice un efectivo y oportu_ 

no auxilio a la ciudadanía •• 121 

Es claro que, de lo antes citado del artículo en estudio, asi co 

mo los acuerdos señalados, se desprende que los habitantes del Dis~ 

trito Federal, gozan del derecho a la defensa desde la averiguación -

previa, reiterando que los pobladores del Estado de Yucatán y Puebla, 

también gozan de tal derecho, cabe señalar que a los demás goberna~ 

dos, se les esta privando de dicho derecho, pués sus respectivos códi 

go~o regulan nada al respecto. 

Artículo 270 del Código de Procedimientos Penales para el Distri 

to Federal. 

Para entra~ al estudio del artículo 270 del Código de Procedi~­

mientos Penales, tenemos como primer antecedente que dió nacimiento a 

121.- A/58/82, de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe 

deral. 
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[a fundamentación de éste artículo, la Constitución de 1917 en su Fra.f. 

ción IX última parte, artículo 20 al señalar que: " El acusado podrá -

nombrar defensor desde el momento en que sea aprehendido y tendrá E_e -

recho a que éste se halle presente en todos los actos del juicio, p~-­

ro tendrá obligación de hacerlo comparecer cuantas veces se necesite" 

Artfculo 270: " Antes de trasladar al presunta reo a la cárcel -

preventiva se le tomarán sus generales y se le identificará debida.:_­

mente, haciéndole saber el derecho que tiene para nombrar defensor. -

Este podrá, previa la protesta otorgada ante los Funcionarios del -­

Ministerio ºPúblico ó de la Policía que intervengan, entrar al des~m­

peño de su cometido". 122 

El contenido de éste artículo, era el que antes se tomaba como -

fundamento para el nombramiento de defensor en la Averiguación, tan -

es así, que para dictar el Acuerdo número 56 de 1981, el Llcenciado -

Alanís Fuentes, lo señala como base. Desde luego, ahora con la refo!_­

ma al Código de Procedimientos ·Penales para el Distrito Federal, del-

29 de Diciembre de 1981, el -fundamento es el regulado en el artíc_!!-

10 134 Bis del Código citado. 

122º- Ob cit. pág. 59. 
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En la práctica~la mayoría de los Titulares de las Agencias Investi-­

gadoras del Ministerio Público, están aplicando de conformidad el a!_----­

tículo 134 Bis~del Código de Procedimientos Penales,para el Distrito Fe.:_­

deral; en virtu~i_e que consideran necesaria la presencia del Defensor, -­

é inclusive lo aplican con relación al acuerdo A/58/82, mismo que fué 

dictado con fundamento entre otros artículos por el 134 Bis señalado. 

Sin embargo con la reciente llegada de la C. Procuradora de Justicia 

del Distrito Federal, deja a los Titulares en un problema pues como éstos 

están dándo Cl.Ullplimíento con la aplicación del artículo 134 Bis, del CQ.-­

digo Procesal citado, no pueden tomar la declaración del presunto, sino 

hasta que éste nombre Defensor; el problema para los Titulares radica,-

en que anteriormente los Pasantes de Derecho que prestaban su Servicio -

Social en las Agencias del Ministerio Público fungían como Defensores de-

de Oficio, cuando el presunto responsable no se encontraba en aptitud 

de designar un Defensor Particular, lo que ahora ya no sucede. 

Entonces , sí el presunto no tiene algún familiar para nombrarlo como 

defensor de confianza,durante el levantamiento de la Averiguación Previa~ 

·~tampoco tiene Defensor particular, no se puede declarar al presunto ---

responsable, 
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Dl.·· Jurisp:rudencia,- Para final.izar ~l teJl)a de estudio, tratare 

mos. como úl.timo punto la jui>isp:rudencia, con el. fin de darle un mejor 

dato, de los que tomamos para el desaTrollo del presente, toda voz 

que ésta sirve de fündamento legal par~ nuestro objetivo, o sea el de 

actualizar los C6digos de Procedimientos Penales de los Estado~ en lo 

que se refiere a que el defensor intervenga en la averiguaci6n previa, 

derecho que se encuentra consagrado en nuestra Carta Magna, según he_ 

mos analizado y que sólo se encuentra regulado en los Códigos Proces~ 

·les de Defensa Social de los Estados de Puebla y Yucatán, y como e~.:.. 

cepción en caso de detención en flagrante delito, el Estado de México. 

Asimismo sefialamos el artículo 152 fracción II, para corroborar-

lo antes descrito, mismo que a la letra dice: "Los funcionarios que -

practiquen diligencias de poli da judicial, están obligadas a proceder 

a la detención de los que aparezcan responsables de un delito, de los 

que se persiguen de oficio, sin necesidad de orden judicial: 

r.- En caso de flagrante delito, y 

II. - En caso de notoria urgencia, por existir temor fundado de -

que el inculpado trate de ocultarse o de eludir la acción de la justi 

cia, cuando no haya autoridad judicial en el lugar. En estos casos, -

el detenido podrá nombrar defensor de acuerdo con este co8;.go, sin -

que, en ningun caso, el funcionario que practique la averiguación pr~ 

via le designe al de oficio. El defensor nombrado entrará al desempe_ 

ño de su cargo previa protesta del mismo ante dicho funcionario. 11

123 

123.- Código decProcedimientos Penales, para el Edo. Libre y Sob. de­
Méx. del 30 de dic. de 1960, Imprenta Fernandez,pág. 140,Méx. 1982. 
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Desde luego aquí en el Distrito Federal, tamb_ién se admite la in 

tervención del defensor, de confonnidad a las refqnnas del Código de -

Procedimientos Penal{)s del W_ de Diciembre de 1981. En consecuencia, de 

lo anterior, lo que se .pretende con nuestras consideraciones, es que, -

todo individuo, con el hecho de habitar dentro de nuestro territorio, -

go oe del derecho a la defensa desde la averiguación, derecho del cual -

no se le puede privar y que puede hacer uso desde el momento en que sea 

detenido, según lo afirma la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

"DEFTu\ISA, GARANTIA DE. - La obligación impuesta a la autoridad o­

instancia por la fracción IX del artículo 20 constitucional, surte sus­

efectos a partir de que el indiciado es puesto a disposición de la autQ 

ridad judicial, y ésta al recibir la declaración preparatoria del pre~ 

sunto responsable tiene la obligación ineludible de designarle defensor 

si es que aquel no lo ha hecho, más la facultad de asistirse de defen_ 

sor a partir de la detención del acusado, concierne única y exclusiva~ 

mente a éste, por lo que si no lo tuvo desde el momento en que fue det~ 

·nido, esa omisión es imputable al propio acusado y no al juez instruc 

1:or. 

:Béptima Epoca, Segunda Parte: 

Vol. 39, Pag. 51 A.D. 4942/71.- Elias Payan Alcalá.- 5 votos. 

Vol. 48, pág. 33, A.D. 5925/71.- Julio Carbajal Reséndiz.-Unanimidad de 

4 votos. 

\'ol. 67, Pág. 19 A.D. 5934/73. - Víctor Manuel Santiago Rodríguez y Anto_ 
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n:j:p ~'l:¡tfoez Alb.a, - Unap.:!Jnidµ,d d~ 4 yqtos., . . 
Vol. 68, Pág ... 2.J.A,D,.-Jl9MJ4,- F17a,i.1ci:s.co l:leI?nandez Ruíz,- 5 votos.­

Vol. 72, Pág, 27 A,D. 5710174,- Ignac;i.o García Gerardo,- 5 votos11

124 

A mayor ablllldarniento me pennito citar dos tesis l'elacionadas, - -

que afinnan en forma categórica, que el indiciado puede nombrrir defe!l= 

sor en la averiguación y son las siguientes: 

"DEFENSOR, FALTA DE, NO PUEDE IMPUTARSE A LA AUTORIDAD CUANDO SU­

DESIGNACION DEPENDE DEL ACUSADO. 

La circunstancia de que en la averiguación previa el acusado no-­

haya tenido defensor, no significa su indefensión, dado que el derecho 

de designar defensor, atento lo dispuesto en el último párrafo de la -

fracción IX del artículo 20 Constitucional, si no fué ejercitado por -

su titular no puede irnputársele a la autoridad, esto es, el Ministerio 

Público, en el que debe prestnnirse la buena fé. 

Séptima Epoca, Segunda Parte: Vol. 63, Pág. 23 A.D. 4517/73.- Miguel -

Angel Ortíz Mondragón .- 5 votos 11
• 125 

124.- Apéndice al Semanario Judicial de la federación, Jurisprudencias 

Tesis de Ejecutorias, 1917-1975, Ed. Francisco Barrutieta, S. de R.L.­

México 1975, pág. 236 

125.-Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Ob. cit. pág.237 
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"DEFENSOR, FALTA DE, EN LA AVERIGlJACIOi\ PREVIA, NO ES VIOLACION -

ATIUBIJIRLE AL JUZGADOR. 

Si bien es cierto que la última parte de la fracción IX del 

artículo 20 constitucional establece que: el acusado po<lrii nombrar de 

fensor desde el momento en que sea aprehendido y tendrá derecho a que­

~ste se halle presente en tocl0s los actos del juicio, también lo e~, -

que que si el acusado no hace uso de ese derecho al ser detenido, la 

omisión en la designación relativa es atribuible al propio inculpado­

y no así a las autoridades de instancia, en virtud de que el precepto­

constitucional, en su parte antes transcrita, se refiere a las dilige!!_ 

~ias de averiguación previa y no cuando el acusado ya ha sido consign~ 

3o ante el Juez, donde el propio artículo citado establece otras re 

glas. 

Séptima Epoca, Segunda Parte, Vol. 67, Pág. 20, A.D. 5934/73.- Victor­

)fanuel Santiago Rodríguez y Antonio Martinez Alba. - Unanimidad 4 votos 

Vól. 72, Pág. 27, A.D. 5770/74.- Ignacio García Coronado.- 5 votos 11

126 

De lo anterior descrito, se desprende que el derecho a la <lefen_ 

>a, en el momento de la averiguación, siempre lo hemos tenido, según -

los propios antecedentes de: La Constitución que nos rige del 5 de fe_ 

brero de 1917, el Código Procesal en materia <le defensa social del Es 

126.- Ibídem, pág.237. 
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tado de. :México de J 96.Q¡ J,a, p:ropia. jUJ;i.sprudencia de J 9.7J ¡ e.J, C~c;ligo de 

de Proced:imientos de Defensa Soci;ll del. E~tado de. Yucat~ de. J974 y fi 

nalmente el C6digo de Pr"ocedimientos PenaJ,es para el Distrito Federal­

de 1931, con su última Refonna del 29. de diciembre de 1981. 

Realmente lo que sucede, es que debe señalarse en fonna clara y -

precisa en los respectivos Códigos de los Estados que no regulan tal -

derecho, para no ser privados de éste, inclusive que se haga la aclar~ 

ción, de que el defensor puede intervenir en la averiguación previa, -

en la Constitución General de la República Mexicana en su fracción IX, 

artículo 20. 
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CONCLUSIONES 

1.- El derecho a la defensa en la Colonia, no estaba regulado en­

los Códigos que regían la vida de esta, posteriormente se promulgó la­

Constitución de 1812, la cual tampoco reguló en forma precisa el Dere_ 

cho a la defensa, aunque ya regulaba otras garantías, como es. la de la 

libertad bajo fianza, en su artículo 296. Por gtrn p_arte México, como­

Nación Independiente, en la Constitución de 1814, en su Capítulo V, s~ 

ñalaba algunas garantías individuales; finalmente la Constitución de -

1824, se preocupo por otros principios, no señalando nada respecto del 

defensor y haciendo caso omiso de las garantías de seguridad jurídica. 

2.- Nuestro primer antecedente del derecho a la defensa lo tene~ 

:nos en la Constitución de 1857, al señalar en artículo 20 que: "En to_ 

io Juicio Criminal, el acusado tendrá las siguientes garantías; fra.<:_ 

~ión V,se le oirá en defensa por sí o por persona de su confianza, o-­

por ambos, según su voluntad. En caso de no tener quien lo defienda, -

se le presentará lista de los defensores de oficio, para que elija el­

:¡ue o los que le convengan". Logrando con ello un avance en materia de 

derecho a la defensa. 

3.- Toma mayor auge y definitivamente es regulado en fonna clara 

el derecho a la defensa en nuestra I.iey Fundamental de 1917, al consa 

grar en su último párrafo de la fracción IX <lel artículo 20 que:" .. el 

acusado podrá nombrar defensor desde el momento en que sea aprehendido 
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y tendrá derecho a que éste se haye presente en todos los actos del -­

juicio; pero tendrá obligación de hacerlo comparecer· cuantas veces se­

necesite. "° 11 Dicho precepto logra plasmar a nivel Constitucional la -­

garantía de nombrar Defensor desde el momento de ser.aprehendido, 

principio que por no haberse regulado en la Ley Secundaria, quedó en -

estado latente. 

4. - Tuvierón que transcurrir 14 años, para que se regulara este -­
Derecho en la Ley Adjetiva Penal, o sea en el Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal de 1931, que en el artículo 270 dis.12.0 
ne que: 11 Antes de trasladar al presunto Reo a la Cárcel Preventiva,-­

se le tomarán sus generales y se le identificará debidamente, háciend~ 

le saber el derecho que tiene para nombrar Defensor. Este podrá, --­

previa la protesta otorgada ante los Funcionarios del Ministerio Púb.!_i 
co o de la Policía que intervengan, entrar al desempeño de su cometido" 

Precepto que no obstante su claridad, jamás se llegó a aplicar por las 
Autoridades Administrativas encargadas de la Averiguación Previa. 

S.- Posteriormente encontramos que la legislación del Estado de -

Puebla en el Código Procesal en materia de defensa social de 1943, --­

se convierte en el segundo Código, en consagrar el derecho a la defe!!_­

sa en la Averiguación Previa según lo dispone en el artículo 79 Frac.:_­

ción III que dice: 11 Se le hará saber el derecho que tiene para no~­

brar Defensor, Si hiciere tal nombramiento, el Defensor previa propu~s 

ta ante los funcionarios del Ministerio Público o de la Policía Judi­

cial , entrará al desempeño de su cometido ••• 11 
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6.- Le siguen en el avance del tema materia ele tesis, el Estado­

de México, al regular en su Código de Procedimientos Penales de 1960,­

en su artículo 152 fracción II que: "En caso de notoria urgencia por -

existirtemor fundado de que el inculpado trate de ocultarse o de elu_ 

dir la acción de la justicia, cuando no hay autoridad judicial en el -

lugar. En estos casos el detenido podrá nombrar defensor de acuerdo 

con este Código, sin que, en ningun caso, el funcionario que practique 

la averiguación previa le designe.el de oficio. El defensor nombrado -

entrará al desempeño de su cargo previa protesta del mismo ru1te dicho­

funcionario". Haciendo notar, que no obstante estar regulado el nombra 

miento del defensor en la averiguación previa, ningún Ministerio Públi 

co ha hecho caso de ésta garantía, violando el derecho a nombrar defen 

sor en ésta etapa de la averiguación previa. 

7.- No obstante que el derecho a la defensa se consagró en la 

Constitución de 1917, en la legislación penal del Distrito Federal de-

1931, así como en la del ñ stado de México de 1960. La Suprema Corte-

. de Justicia de la Nación, hasta 19'.68, n~abía resuelto ninguna tesis -

que interpretara el derecho de nombrar defensor en la averiguación pre 

via, de los mencionados ordenamientos sino que es hasta 1969 en que -

emite su primera tésis al respecto, llegando a ser jurisprudencia defi 

niela el año de 1974. 
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8.- Otro Estado que. tamhién regula el derecho al nombramiento del 

defensor por el acusado, es el de Yucatán, al señalar en su C0digo Pr~ 

cesal de Defensa Social de 1974, en su articulo 179 fracción III que:­

"Se le hará saber el derecho que tiene.para nombrar defensor. Si hici~ 

re tal nombramiento, el defensor previa protesta otorgada ante los fll!!. 

cionarios del Ministerio Pi·Úblico o de la Policia Judicial, entrará al 

desempeño de su cometido • • • ". Lbgrando poco a poco el avance del­

mencionado derecho, en los Estados de la República que se mencionan. 

9. - Continuando con los antecedentes, tenemos el estudio del Li _ 

cenciado Jesus González Díaz, al preocuparse por que se aclare el de_ 

recho a la defensa en el Distrito Federal y en la Constitución General 

de la República, quien presenta como tésis para su exámen profesional­

la intitulada "La Problematica del Estado de Indefensión del Detenido 

Durante la Averiguación Previa", estudio que fué presentado en la Es_ 

cuela Nacional de Estudios Profesionales Acatlán.en el año de 1981. 

10.- Con motivo de la tesis señalada en la conclusión que ante.ce_ 

de, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, emite el -

acuerdo 56/81, mismo que dada su relevancia se anexa en copia fotosta_ 

tica como conclusión de la tesis señalada. Este acuerdo motivó que se 

llevará a cabo la reforma en el a rtículo 134 bis del Código de Procedi 

mientos .Penales para el D.F.\ y que en su último párrafo dice: " 

Los detenidos desde el.momento de su aprehensión, podrán nombrar abog~ 
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go o persona de. su confianza que se encargue de su defensa. A falta de 

uno u otro, el .Ministerio Público le nombrará w10 de oficio". 

11. - Existiendo los fundamentos Constitucionales, procesales y J!:!_ 

risprudenciales, se debe regular la intervención del defensor en la 

averiguación previa, en virtud de que las propias constituciones de ca 

da Estado otorgan tal derecho, como se puede desprender de la Constit!:!_ 

ción Política del Estado de Nuevo León, del 1ro. de enero de 1918; de­

la Constitución Política del: E~ado de Quintana Roo; y así mismo las -

demas Constituciones no mencionadas se remiten a la Constitución Gene 

ral de la República. 

12.- Es necesario aclarar que el Código de Justicia fülitar reco_ 

noce el derecho a la defensa hasta el procedimiento, como se compn.1eba 

del artículo 492: "El juez- tendrá la obligación de hacer saber al det~ 

nido, en este acto: fracción III, el derecho que tiene para defenderse 

por si mismo o para nombrar persona de su confianza que lo defienda, -

. advirtiendole que si no lo hiciere, el juez nombrará a un defensor de­

oficio". Como se puede leer, el ordenamiento castrense no prevee el d~ 

recho a la defensa en la averiguación, no obstante estar consagrada en 

la Constitución de 1917. 

13.- Al igual que la legislación castrense, el Código Federal de 

Procedimientos Penales, en la actualidad no señala nada al respecto del 

derecho a la defensa en la averiguación previa, limit andase también a 
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señalar tal Derecho hasta la declaración preparatoria. Violando ambos-

preceptos, el Derecho que consagra el Art,culo 20 Constitucional, -

por lo cual deben~ reformarse tales Ordenamientos en los términos del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Feaeral. 

14.- Los veintidós Estados restantes que forman la Federación y que a-­

continuación se mencionan: COLIMA, DURANGO, CHIHUAHUA, CHIAPAS, 

GUANAJUATO, GUERRERO, JALISCO, MICliOACAN, MORELOS, MUEVO LEON, NAYARIT­

OAXACA, QUERETARO, QUINTANA ROO, SINALOA, SAN LUIS POTOSI, SOifüRA, 

TAMAULIPAS, TABASCO, TLAXCALA, VERACRUZ, y ZACATECAS, no regulan el d~­

recho a la defensa en la Averiguación Previa, por lo que en sus resp~c­

tivos Códigos, debe aclararse, en un Artículo expreso, el mencionado 

derecho, como se hace en los Códigos mencionados con anterioridad; 

proponiendo se regule tal derecho en la Sección relativa a las Dilig~n 

cias de Policía Judicial, Capítulo de Iniciación al Procedimiento. 

15.- _No obstante la reforma al artículo 134 Bis del Código de Procedi_-­

mientos Penales para el Distrito Federal, del 29 de Diciembre de 1981,-­

donde se regula claramente el nombramiento del defensor en la Averigua.:_­

ci6n Previa, en la actualidad el nuevo criterio del Ministerio Público,­

es dejar sin derecho al presunto responsable para que nombre defensor, -

pues se ha podido constatar que dicho precepto es violado por los Titu.!_a 

res de la Institución, ya que no se cumple con lo que marca el artículo­

antes invocado, violando a la vez lo dispuesto en el artículo 20 Frac--­

ción IX de nuestn:. Carta Magnaº 
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ANEXO. 
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!'IOCUAADUAlA QENE'!':l!A!. DE .JUSTICIA 
DEL 

DISTRITO F'EDERAL. 

Púsuco, TIENE COMPLETA LIBERTAD PARA ACUMULAR TODOS LOS 

DATOS QUE HAVA CONTRA EL lNCULPADO,. ES GRAN INJUSTICIA 

QUE A ~STE SE LE PONGAN TRABAS PARA SU DEFENSA, 

lA PRÁCTICA CONSTANTE, INDICA QUE QUIEN 

ES ACUSADO Y SE ENCUENTRA EN LIBERTAD, PUEDE OFRECER TODAS 

~ ¡r LAS PRUEBAS Y ARGUMENTOS DE QUE DISPONE EN UN TtRMINO MÁS 

O MENOS LARGO. Y NO RESUl.TA LÓGICO QUE QUIEN ESTÁ DETENIDO, 

:f 
ij 

NO TENGA ESE DERECHO, CUANDO ADEMÁS LA SOLA PRIVACIÓN DE 

LA LIBERTAD 1.0 COLOCA EN UNA SITUACIÓf\/ MUY DESVENTA.JOSA 

RESPECTO DE SU ACUSADOR, POR LO QUE DEBr INTRODUCIRSE FOR-

MALMENTE UN DERECHO A NOMBRAR DEFENSOR DESDE EL INIC 10 DE LA 

AVERIGUACIÓN PREVIA .. CUMPLIENDO CON EL ESPfRlTU DE LA CaNS-

TITUCIÓN PoLfTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

490 

( 

SECRETARIA PARTICULAR 

A / 56 / 81. 

r ,eu~>\t'IUR!A Gl:NEnAJ. DE JU31'iCIA 
DEL 

k 
t 

DISHllfO f'CCEAAl 

ACUERDO 

ce. 
SUBPROCURADOR PRIMERO. 
SUBPROCURADOR SEGUNDO. 
VISITADOR GENERAL. 
DIRECTORES GENERALES. Y 
SUBD !RECTORES, 
P R E S E N T E S, 

NuE.STRA CARTA FUNDAMENlAL O.RtENTA UN 

PROCEDIMIENTO PENAL HUMANO. ?OR CORRESPONDER ~1 UN RÉG;MEN 

DE LIBERTADES QUE, TIENDE A E'/JTAR DILIGENCIAS SECRETAS Y 

·PROCEDIMIENTOS OCÜLTOS. PARA NO RESTRINGIR Ei.. !:ERECHO ,\ 

LA DEFENSA POR si Ml~MO O POR MEDI~ DE OT~O. QUE li:l. 

INCUl..PADO PUEDA OFRECER PRUEBAS Y AS 1 ST I Fl A SU RECEPC l ÓN, 

PUESTO QUE SON Acres QUE LE AFECTAN. 

SOCIEDAD OQR ME.DIO orL MINISTERIO 

489 

l 

1 

1 

! 
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ROCURAQURIA GENERAL DE JUSTICIA 

º"' DISTRITO FECE'.Mt 

SEGUNDO.- los rncuLPADos PODRAN VA~ERSE DE 

LOS SERVICIOS DE ORlENTACióN LEGAL CON QUE CUENTA LA 

INSTITUCIÓN .. PARA EL DISFRUTE DE 'WDOS LOS BENEFICIOS QUE 

SE HAN CREADO A FAVOR DE LA CIUDADANÍA, EN EL MARCO DE LA 

l~UEVA PROCURACIÓN &E JUSíIC!;. ce:: r::ºcrUNDO srnr::::: :i:;~ANC. 

~ 

" TERCERO.- EL DEFENSOR PODRÁ ?REV" ?OOTESTA 

Qt.E 070RGi.JE ANTE EL r.1NISTERIC Púsuco .. ErnRM A:.. :):'.SE~?E"IO 

tE SJ CC~El rno: EL INCUl..PA!lC TEUORÁ CBUGACI{~¡ ::.. -,t.!:E;: .. : 

\ CCX?;.RECER CUANTAS VECES SE ~ECESITE, 

CUARTO.- AL INCULPADO SE ;_e:: "!'C"":ll,q,t•, SJS 

$C:NERALES Y SE LE !;iENTIFICARA DEStDAMEtnS: .. AT~!'>i:'tEN&O EL 

::.cJER:c :.. / 35 / ?g, UE CUAT~O I:F JULM :;:: '."t!.. \.:''.':c1;:1.1os 

( 
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I 
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.lCU~OVR!}ll. GENE'R-'L DE .JUSTICIA 

Dl:sTRIT:> FEOCR'\L 

Poi~ LO TANTO .. CON FUNDMtENTO IEN' LOS ARTfcur..os 

lo. FRACCIONES IJ( Y X Y 18. FRACCIONES l!l Y !V. DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA PROCURADURfA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO 

fEDERA!_ Y 270. DEL (ÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 

ill!>TFHTO FEDERAL,. HF TFNlf\O A BIFN i:'YPF!'llR EL Sff.:IPF•iTJ: 

I~ A U E R D O 
'! 

'lj\. PRJ:MERO.- ÓL INCULPADO PODRÁ NOMBRAR OEeENSOR 

L !>ESCE EL MOME:no iEt: QUE es OETENHio ·( ?U!ESTO A DiSPCSh::1óN 

DEL MINISTERIO PliBLICO, Er~ LOS CASGS DE i=LAGR:ANTE DEL~ r:-. 

O SIN ESTAR DSTEMlDO, DESDE EL !N?CIC DE LA AVERIGUACIÓN 

?REV ~A .. Y TENDRÁ :DERECHO A C:UE SE liAL!.E PRESENiE Ef, 70DOS 

.. :-? ,~·;r<'JS :·r .. =~«~!J:',,:?;·.;¡; 

.. ~'1 

f 
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r. .:icu~AOURIA GENERAL DE: .JUSTICIA 
~ DE.L 

DISTRITO FCDE:RAL 

TERCERO' - EL PRESENTE ACUERDO ENTRARÁ EN 

VIGOR EN LA FECHA DE SU EXPEDICIÓN. 

A T E n T A n E N T E 
SUFRAGIO EFEC~IV . llO REELECCION. 
DISTRITO FEDER • A 8 ti~ o;: 192l. 
EL PROCURADO GENERAL DE JU~TICIA 
DEL DISTRI)ll' FEDERAL. 

t~z;~<t;J 
u0Gusrrn ÁI.J\iHS FUENTES 

/ / / ,,,/'' 
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- 5 -

.r ,OCIJFIADUIUA GEHCAAI. DE: .JUSTICIA 
CEL 

DISTRITO FEDEAAL 

'"' 

TRUSITORIDS 

PRIMERO.- EL SUBPROCW.ADOR PRIMERO y EL 

DIRECTOR GENERAL DE AvERIGUACtO•Es PREVIAS PROVEERÁN LO 

;r 

CON!'.lUCENTE PARA LA !EX.ACTA APLICA.::óN DEL PRESENTE ACUERDO, 

("- SEGUNDO.- Los TtTLI-"E' DE LAS DISTINTAS 

l UNIDADES ADM 1 N!STR•\TIVAS, HARÁll : E_ CON OC IM 1 ENTO DE SU 

PERSONAL EL CONTENlDO DE ESTE Ac ... ::~o. 
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